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Introducción 

 

En el ámbito internacional, el arbitraje comercial es reconocido como un método 

heterocompositivo de solución de controversias alternativo a la vía judicial, ya que es un 

mecanismo eficaz para optimizar operaciones comerciales, que cuenta con ciertas ventajas 

como su rapidez y confidencialidad. La legitimidad de dicho método ha sido reconocida en 

virtud del principio de la autonomía de la voluntad de las partes, dado que son éstas las que 

deciden someterse a tal método con la finalidad de resolver cierta controversia de origen 

contractual.  

Sin embargo, la legitimidad que se le otorga al árbitro para conocer y resolver 

determinadas controversias no lo dota de las mismas facultades con las que cuenta un juez. 

Es decir, al ser un mecanismo privado de solución de controversias, la ejecución de la 

resolución emitida en un procedimiento de arbitraje comercial se encuentra sometida a los 

ordenamientos jurídicos de los países en donde se pretenda ejecutar coactivamente el laudo.  

En este sentido, la intervención de los tribunales de los Estados es necesaria cuando 

no existe un cumplimiento voluntario de la resolución; por lo que los ordenamientos 

jurídicos de los países referidos establecen cómo debe intervenir la judicatura en el 

reconocimiento y la ejecución de la misma.  

Actualmente, en el derecho mexicano la regulación del arbitraje comercial 

internacional es de gran importancia pues influye directamente en el desarrollo y 

crecimiento de ete método. Sin embargo, su interpretación y aplicación tienen una 

relevancia mayor aún, pues de ellas depende la efectividad de la resolución emitida por el 
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tribunal arbitral correspondiente. Así, una incorrecta interpretación o aplicación del derecho 

puede concluir en el entorpecimiento de esta práctica.       

En México, de conformidad con la legislación vigente, las controversias que surgen 

de un conflicto comercial pueden ser sometidas a y solucionadas por medio de arbitraje; no 

obstante, para que la resolución pueda ser reconocida y ejecutada, ésta no debe contravenir 

disposiciones de orden público.  

Es de esta forma que la ley otorga a la voluntad de las partes plena eficacia 

vinculatoria entre ellas; pero la fuente original de la eficacia normativa del arbitraje reside 

en su reconocimiento por el ordenamiento jurídico correspondiente, pues éste regula los 

efectos del acuerdo entre las partes y precisa sus límites. El acuerdo que da lugar al arbitraje 

se encuentra limitado formal y materialmente pues el árbitro carece de imperium, es decir, 

no puede llevar a cabo actos de privación o ejecución material coactiva sobre las personas o 

las cosas. Dicha ejecución queda reservada al juez competente.  

Así, una vez emitido, el laudo arbitral queda sujeto a un proceso de revisión por los 

órganos jurisdiccionales del Estado cuando no se cumple voluntariamente o en caso de que 

el mismo sea impugnado por alguna de las partes. En este sentido, el tribunal arbitral 

realiza una actividad materialmente jurisdiccional por disposición de la voluntad de las 

personas involucradas, pero puede requerir del auxilio y de la colaboración del juez para 

diversas cuestiones durante el procedimiento.  

De acuerdo con las disposiciones contenidas en el Título Cuarto del Libro Quinto 

del Código de Comercio, que incorpora las normas de la Ley Modelo sobre Arbitraje 

Comercial Internacional, la intervención del Poder Judicial en el arbitraje comercial se 
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encuentra limitada a los siguientes seis supuestos: i) la ejecución del acuerdo arbitral, ii) la 

constitución del tribunal arbitral, iii) la emisión de medidas precautorias, iv) determinación 

y depósito del monto de las costas del arbitraje, v) la declaración de nulidad del laudo, y 

finalmente, vi) el reconocimiento y la ejecución del mismo. Los primeros cuatro supuestos 

refieren meramente a funciones de cooperación o apoyo en el procedimiento, mientras que 

en los últimos dos casos, la intervención de la judicatura representa una función de control.  

En el ámbito internacional el reconocimiento y la ejecución del laudo arbitral 

constituyen una vía de control judicial mediante la cual el juez del lugar donde se pretende 

hacer valer o ejecutar el laudo realiza un examen que tiene como propósito principal revisar 

la autenticidad del documento que lo contiene, verificar su autoridad de cosa juzgada, 

comprobar que se hayan respetado las garantías del debido proceso y, finalmente, 

determinar si esa decisión vulnera o no el orden público de su país. 
1
 

Con el objetivo de tener cierta uniformidad con los ordenamientos internacionales, 

la legislación mexicana adoptó las causales de denegación de reconocimiento y ejecución 

de laudos contenidas en el artículo V de la Convención sobre el Reconocimiento y la 

Ejecución de la Sentencias Arbitrales Extranjeras (Convención de Nueva York 1958). 

Dichas causales se encuentran organizadas en dos grupos: en el primero encontramos 

aquellas que pueden ser invocadas a petición de parte y, en el segundo, aquellas que el juez 

puede analizar ex officio.  

                                                           
1
 Caivano, Roque J, “La renuncia a los recursos”, en Gaillard, Emmanuel (comp.), Cuestiones Clave del 

Arbitraje Internacional, Bogotá, D.C., 2013, p. 142. 
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Entre las primeras, la Convención establece las siguientes: i) que alguna de las 

partes hubiese estado sujeta a alguna incapacidad susceptible de invalidar el acuerdo 

arbitral; ii) que alguna de las partes no hubiese sido debidamente notificada de la 

designación del árbitro o del procedimiento de arbitraje, o que por cualquier otra razón no 

hubiese podido hacer valer sus medios de defensa; iii) que el laudo estuviese referido a una 

diferencia no sometida a arbitraje, es decir, que no esté contenida en el acuerdo arbitral, o 

contuviese decisiones en exceso de los términos del acuerdo arbitral; iv) que la constitución 

del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se hubiesen ajustado al acuerdo 

celebrado por las partes, o en su defecto, a la ley del país en donde se efectuó el 

procedimiento; o v) que el laudo aún no sea obligatorio para las partes o, en su defecto, 

hubiese sido anulado o suspendido por el juez que lo hubiere dictado.   

Por otro lado, las causales que el juez puede analizar de oficio comprenden: i) la 

arbitrabilidad del objeto de la controversia, es decir, que el objeto no sea susceptible de ser 

sometido a arbitraje, y ii) que el reconocimiento o la ejecución del laudo sean contrarios al 

orden público. Estas últimas causales facultan al juzgador con cierto grado de discreción 

para decidir si un laudo debe o no ser reconocido y si puede o no ser ejecutado. Tal 

discrecionalidad puede repercutir directamente en la eficacia de la resolución, 

particularmente al momento de interpretar la noción de orden público, pues su 

reconocimiento y ejecución dependerá en cierta medida de qué tan amplio sea su contenido.  

Conforme a lo anterior, las atribuciones judiciales de control sobre el arbitraje 

pueden justificarse y, en ocasiones, incluso resultan ser convenientes principalmente por 

dos razones. En primer lugar, no sería lógico que el Estado pusiera su imperium al servicio 
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de los árbitros sin reservarse la atribución de revisar ciertos aspectos básicos de lo decidido 

por aquellos.
2
 En segundo lugar, porque un adecuado control judicial proporciona al 

arbitraje mayor seguridad.
3
 No obstante, dicha justificación y conveniencia desaparecen 

cuando las atribuciones son ejercidas de forma excesiva o cuando la judicatura realiza una 

incorrecta interpretación y/o aplicación de la ley.  

De acuerdo con la doctrina internacional, existen tres representaciones estructuradas 

del arbitraje comercial internacional conforme a las cuales los tribunales judiciales realizan 

la interpretación de la ley. La primera reduce al arbitraje a un componente de un 

ordenamiento jurídico determinado; la segunda, encuentra su fundamento en una pluralidad 

de ordenamientos jurídicos nacionales; la tercera, es aquella que concibe al arbitraje como 

un ordenamiento jurídico autónomo.
4
  

La elección de una u otra de estas representaciones por parte de los tribunales 

estatales acarrea diversas consecuencias prácticas, ya sea en relación con el poder de juzgar 

de los árbitros, el proceso arbitral en su conjunto, o la suerte reservada al laudo resultante 

del mismo, es decir, su reconocimiento y ejecución.   

El presente trabajo se enfocará en identificar en cuál de las tres representaciones 

estructurales del arbitraje comercial internacional se encuentra basada la intervención 

judicial en el derecho mexicano, cuál es la consecuencia que esto tiene en cuanto a su 

intervención en la ejecución de laudos arbitrales con base en su interpretación y aplicación 

                                                           
2
 Es importante mencionar que la revisión que realice el juez no debe involucrar el análisis del fondo de 

la resolución, a menos que el resultado de ejecutarla resulte violatorio del orden público. 
3
 Caivano, Roque J, op.cit. nota 1,p. 142. 

4
 Gaillard, Emmanuel, Teoría jurídica del arbitraje internacional, Fondo Editorial de Derecho y 

Economía, Asunción, Paraguay, 2010, p. 21. 
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y, finalmente, en apreciar el desarrollo que ha tenido este método de solución de 

controversias en nuestro país.    

Por lo anterior, el presente trabajo se dividirá en tres capítulos. En el primero, se 

explicarán las tres representaciones que estructuran el arbitraje comercial internacional. 

Asimimo se profundizará sobre su relevancia, la doctrina internacional y, sobre todo, las 

diferencias entre estas representaciones.  

En el segundo capítulose presentarála evolución jurisprudencial existente en México 

sobre el tratamiento de las causales de denegación del reconocimiento y ejecución de 

laudos arbitrales; se explicarán los precedentes más relevantes en este tema, cómo han sido 

interpretadasestas causales en dichos precedentes, qué valor se les ha dado y cuál ha sido el 

cambio (si es que ha habido alguno) en la interpretación y aplicación de las mismas.  

Finalmente, en el tercer capítulo, a través de un ejercicio de interpretación jurídica, 

se enmarcarála actuación de la judicatura en una de las representaciones estructurales 

estudiadas en el primer capítulo y se explicarán las consecuencias jurídicas de dicha 

enmarcación con la finalidad de concluir si la intervención de la judicatura apoya o no el 

desarrollo del arbitraje en México como mecanismo eficaz de solución de controversias.  



7 

 

Capítulo I 

El marco doctrinal: las representaciones del arbitraje internacional 

Existen diferentes formas de caracterizar el arbitraje comercial internacional. Una de ellas 

es mediante representaciones, es decir, formas de explicar la legitimidad de este método y 

su eficacia en cuanto a resolución de conflictos, con relación a los ordenamientos jurídicos 

nacionales.  

 El objetivo del presente capítulo es explicar las tres diferentes representaciones del 

arbitraje comercial internacional que existen actualmente en la doctrina, cuyas 

concepciones toman en cuenta las fuentes, los fines y las estructuras del fenómeno arbitral. 

Esto es importante pues, como se expondrá más adelante, estas teorías tienen diversas 

consecuencias en la práctica del arbitraje. 

i) El arbitraje internacional como componente de un ordenamiento 

jurídico nacional determinado 

De acuerdo con la doctrina internacional, esta primera representación del arbitraje 

asimila al árbitro a un tribunal de un ordenamiento jurídico único, aquel de la sede del 

procedimiento, ya que la sede es concebida como un foro.
5
 En este sentido, la figura del 

tribunal arbitral o el árbitro, en su caso, es equiparable a un tribunal especializado del 

Estado.  

                                                           
5
 Gaillard, Emmanuel, op. cit. nota 4, p. 21 
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Existen dos corrientes que justifican la visión del arbitraje que hace del árbitro un 

órgano del ordenamiento jurídico del país sede del procedimiento. Éstas son la 

objetivista y la subjetivista.  

El máximo exponente de la corriente objetivista es F.A. Mann, quien en 1967 

publicó el artículo titulado “Lex Facit Arbitrum”, 
6
 mediante el cual hace una crítica a la 

concepción internacionalista expuesta por diversos autores
7
 respecto del arbitraje 

comercial internacional. 

En el referido artículo, el autor argumenta que “todo sistema de derecho 

internacional privado es un sistema de derecho nacional” por lo cual “todo arbitraje es 

un arbitraje nacional, ya que todo proceso arbitral se encuentra sujeto a un sistema 

específico de derecho nacional”.  

Asimismo, Mann refiere que si bien ciertos tratados, como la Convención Europea 

sobre Arbitraje Comercial Internacional de 1961, resultan aplicables para resolver 

litigios originados en operaciones de comercio internacional, estas convenciones 

únicamente son aplicables en razón de que las mismas fueron ratificadas por los 

Estados contratantes, por lo que un procedimiento arbitral no puede privarse de su 

estricto y necesario carácter nacional.  

Por último, el autor argumenta que incluso la idea del principio de la voluntad de las 

partes existe en virtud de un sistema de derecho nacional y que todo derecho o poder 

                                                           
6
 Mann, Francis A.,  « Lex Facit Arbitrum », en P. Sanders (ed.), International Arbitration : Liber 

Amicorum for Martin Domke, 1967, http://arbitration.oxfordjournals.org/content/arbint/2/3/241.full.pdf. 
7
 Autores como Berthold Goldman, Charalambos Fragistas y Philippe Fouchard son los principales 

expositores de la concepción del arbitraje comercial internacional como un sistema autónomo y no 

nacional.  

http://arbitration.oxfordjournals.org/content/arbint/2/3/241.full.pdf
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del cual goza una persona, ya sea física o moral, deviene inexorablemente o fue 

conferido por ese mismo sistema, tradicionalmente conocido como lex fori.    

Ahora bien, con respecto a la corriente subjetivista, ésta sostiene que al establecer la 

sede del arbitraje en un Estado determinado, ya sea las partes o los árbitros, se pretende 

situar el procedimiento arbitral bajo el imperio exclusivo del ordenamiento jurídico del 

mismo.
8
 

De acuerdo con esta corriente expuesta por J. F. Poudret y S. Besson, existe un 

vínculo exclusivo entre cada procedimiento arbitral y cierto ordenamiento jurídico, el 

cual, en principio, constituye la única fuente de su juricidad. En este sentido, las normas 

del país sede del arbitraje serán el derecho aplicable tanto al procedimiento, como al 

fondo del asunto o a la suerte del laudo.
9
 

La elección de este tipo de representación del arbitraje repercute directamente en la 

solución de diversas controversias, sobre todo, al momento de decidir sobre la suerte 

del laudo cuando éste ha sido anulado en el país de su origen y se pretenda ejecutarlo en 

otro.   

La afirmación anterior se puede constatar si analizamos la intervención de la Corte 

de Apelaciones del Distrito de Columbia, Estados Unidos, al momento de resolver 

sobre el caso TermoRio,
10

 litigio que surgió del incumplimiento de un contrato de 

compraventa de energía, el cual fue sometido a un procedimiento arbitral en Colombia, 

                                                           
8
 Gaillard, Emmanuel, op.cit. nota 4, p. 25. 

9
 Ibídem, p. 26. 

10
 TermoRío S.A. E.S.P. y LeaseCo Group LLC c. Electranta S.P., 487 F.3d 928 (2007). 
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de conformidad con la cláusula compromisoria establecida previamente en el contrato 

que dio origen a la controversia.  

El laudo que recayó al arbitraje referido condenaba a Electranta al pago de 60 

(sesenta) millones de dólares por el incumplimiento del contrato en favor de TermoRio. 

Inconforme con tal resolución, Electranta promovió un recurso extraordinario con la 

finalidad de anularlo.  De esta forma fue que el Consejo de Estado de la Corte de 

Colombia decidió que dicho laudo debía ser anulado, pues a la fecha del contrato la ley 

colombiana no permitía expresamente el uso de las reglas procedimentales de la 

Cámara Internacional de Comercio (en adelante, ICC por sus siglas en inglés).  

Por otro lado, TermoRio presentó ante la Corte Distrital de los Estados Unidos para 

el Distrito de Columbia una demanda en contra de Electranta y de la República de 

Colombia con el objetivo, entre otros, de ejecutar el laudo que había sido previamente 

anulado. 

Sin embargo, la acción interpuesta por TermoRio fue desestimada por la Corte de 

Apelaciones del Distrito de Colombia al establecer que “un laudo arbitral no puede ser 

ejecutado en otros Estados Contratantes si el mismo ha sido anulado legalmente por una 

autoridad competente del Estado en que la resolución fue emitida”. 
11

 

                                                           
11

 TermoRío, op. cit. nota 10. 



11 

 

Otro caso representativo de esta teoría es Baker Marine v. Chevron,
12

  controversia 

que surge como consecuencia del incumplimiento del contrato de prestación de 

servicios de barcazas celebrado por Baker Marine y Danos con Chevron. 

De conformidad con lo establecido en el contrato origen de la controversia, Baker 

Marine sometió a arbitraje el incumplimiento contractual por parte de Danos y 

Chevron; dichos procedimientos debían ser resuelto por el panel arbitral 

correspondiente, conforme a lo dispuesto por la legislación sustantiva de la República 

Federal de Nigeria.  

Así fue que conforme a dicha legislación los paneles arbitrales resolvieron 

condenando a las compañías demandadas al pago de los daños causados en favor de 

Baker Marine. Sin embargo, al momento de buscar su ejecución, los demandados 

apelaron ante el Tribunal Supremo Federal de Nigeria con la finalidad de obtener 

buscando la anulación de los laudos emitidos.  

Los laudos impugnados fueron anulados por el Tribunal Supremo Federal de 

Nigeria, por lo que Baker Marine trató de obtener el reconocimiento y la ejecución de 

los mismos ante la Corte del Distrito Norte de Nueva York argumentando que las 

razones por las cuales fueron anulados en Nigeria no serían válidas bajo la legislación 

de los Estados Unidos de América; no obstante, su solicitud fue denegada bajo el 

argumento de que “no sería propio ejecutar el laudo arbitral extranjero cuando dicha 

resolución había sido anulada por la corte de Nigeria”.
13

     

                                                           
12

 Baker Marine Ltd. V. Chevron Ltd., 191 F. 3d 194 (1999). 
13

 Ídem. 
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De los ejemplos previamente transcritos se desprende que, al adoptarse la 

representación del arbitraje como componente de un ordenamiento jurídico nacional 

determinado, el laudo emitido en el procedimiento arbitral y no se cumple con el 

mismo, sólo existe en cuanto haya sido reconocido por el ordenamiento jurídico de la 

sede y tal procedimiento no representa más que una especie de jurisdicción de primer 

grado, es decir, una suerte de primera instancia. 

Si se toma como base esta teoría, el laudo arbitral resultante del procedimiento 

arbitral no sería realmente “internacional”, pues la fuente de su juridicidad únicamente 

se encontraría en el derecho del Estado en el cual el arbitraje haya tenido lugar.  

Ahora bien, es cierto que la representación que ubica al arbitraje comercial como 

componente de un ordenamiento jurídico nacional determinado brinda a los contratantes 

cierto grado de estabilidad y predictibilidad en la resolución. No obstante, conlleva 

otros problemas, pues al ser un tribunal más resolviendo conflictos que surgen de casos 

ius-privatistas multinacionales, el método comparativo del árbitro para resolver se vería 

limitado a utilizar las normas de conflicto del Estado sede del procedimiento.
14

 

Asimismo, la adopción de esta teoría potencialmente llevaría a una “domesticación” 

de las normas internacionales, en lugar de lograr una transnacionalización de las 

mismas, lo cual en principio es algo necesario para el desarrollo del arbitraje comercial 

internacional como método de solución de controversias.  

                                                           
14

 Jemielniak, Joanna, “Transnationalization of Domestic Law in International Commercial Arbitration 

through Comparative Analysis: Challenges for Legal Profession”, Contemporary Asia Arbitration 

Journal, Vol. 7, No. 2, 2014, p. 324. 
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Así pues, de acuerdo con el jurista Jan Paulsson, debido al tráfico jurídico 

internacional, esta representación ha dejado de ser viable y es incompatible con la 

realidad, pues actualmente la sociedad internacional ya no se encuentra constreñida a 

los ordenamientos jurídicos locales. 
15

 

ii) El arbitraje internacional fundado en una pluralidad de ordenamientos 

jurídicos nacionales  

La segunda representación del arbitraje internacional considera que la fuente de 

juricidad del laudo se encuentra no sólo en el ordenamiento jurídico de la sede, sino en 

el conjunto de ordenamientos jurídicos dispuestos a reconocer la eficacia del laudo.
16

 

Esta concepción del arbitraje establece que a cada Estado le corresponde decidir 

sobre la suerte del laudo, independientemente de la manera en que lo consideren los 

otros Estados. Esto supone que el Estado en donde se pretenda ejecutar la resolución 

puede analizar en retrospectiva tanto la validez del convenio arbitral como la 

regularidad del procedimiento.
17

 

Asimismo, esta representación parte de la idea de que los tribunales nacionales del 

Estado sede del procedimiento no tienen tanta relevancia, pues si bien es cierto que 

pueden ser de utilidad en diversos supuestos,  también lo es que la intervención de los 

tribunales nacionales del país en donde se pretenda ejecutar el laudo coactivamente 

tiene mayor relevancia aún.  Esto es así, pues a pesar de que el país en donde se 

                                                           
15

 Paulsson, Jan, “Arbitration in three dimensions”, International and Comparative Law Quarterly,  LSE 

Law, Society and Economy Working Papers 2/2010, London School of Economics and Political 

Science, Law Department,p. 293 
16

 Gaillard, Emmanuel, op. cit. nota 4, p. 31. 
17

 Ibídem,  p. 34 
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pretenda ejecutarlo no haya sido contemplado al momento de celebrar el contrato 

origen de la controversia,  el mismo puede ser decisivo para que el laudo pueda tener 

eficacia cuando los bienes del deudor se encuentran en el país referido. 
18

 

Así pues, de un análisis del texto de la Convención de Nueva York de 1958 puede 

desprenderse que dicho tratado fue redactado tomando en cuenta la representación del 

arbitraje internacional fundado en una pluralidad de ordenamientos jurídicos 

nacionales, ya que la Convención citada concede al Estado del lugar de ejecución 

suficiente libertad para poder reconocer y ejecutar los laudos tomando en 

consideración su derecho interno.  

Incluso, dicha Convención deja de lado el requisito del doble exequátur, es decir, la 

necesidad de que estas resoluciones fueran reconocidas en primer lugar por el país sede 

del procedimiento para después poder ser ejecutadas en un país diferente.  

Es importante mencionar que el hecho de que la juricidad del arbitraje pueda ser 

reconocida y, en consecuencia, el laudo pueda ser ejecutado en otros países que no 

hayan sido sede del procedimiento, no significa que los árbitros se encuentren 

obligados a cumplir con todas las exigencias de los diversos ordenamientos jurídicos 

en los cuales la resolución es susceptible de ser ejecutada.   

Una de las diferencias que existen entre esta representación del arbitraje y la 

primera,  es que la segunda no se enfoca en el procedimiento, sino que lo importante 

son sus efectos.  

                                                           
18 

 Paulsson, Jan, op. cit. nota 15, p. 300. 
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Por otro lado, la percepción que se tiene del árbitro también es diferente, pues éste  

ya no es visto como una figura análoga al juez nacional,  lo cual, a su vez, modifica la 

interpretación de la ley, ya que el árbitro puede recurrir a otros ordenamientos jurídicos 

para resolver la controversia, abandonando, consecuentemente, el criterio de lex loci 

arbitri. 
19

 De esta forma, al no contar con un foro, la posición del árbitro resulta más 

favorable para obtener una resolución objetiva y equitativa.
20

 

Este tipo de representación es el que ha sido aceptado en reiteradas ocasiones por el 

derecho francés, ya que los tribunales han reconocido los laudos arbitrales que 

cumplen con los requisitos establecidos en su Código de Procedimiento Civil, 

independientemente de si estos han sido anulados o pueden ser objeto de una eventual 

anulación por parte de los tribunales de la sede.
21

  

Un ejemplo representativo de esta teoría es el caso Bechtel,
22

 en el cual dicha 

sociedad inició un procedimiento arbitral en contra de la Dirección General de 

Aviación Civil del Emirato de Dubái (en adelante, “DAC”) en virtud del 

incumplimiento contractual; dicho procedimiento fue resuelto en favor de la sociedad.  

En consecuencia, el laudo referido fue recurrido por la DAC ante los tribunales de 

Dubai y declarado nulo por la Corte de dicho país, pues de conformidad con la 

legislación procesal de Dubai, al momento de testificar, los testigos, de una manera 

                                                           
19

 Jemielniak, Joanna, ,op. cit. nota 14, p. 326. 
20

 Mayer, Pierre, “Mandatory Rules of Law in International Arbitration”, 2 Arb. Int'l, 1986, p.274, 282-

283. 
21

 Gaillard, Emmanuel,  op.cit. nota 4, p. 151. 
22

 France / 29 September 2005 / France, Cour d'appel de Paris / Direction Générale de l'Aviation Civile 

de l'Emirat de Dubaï v Société International Bechtel Co. / 2004/07635. 
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particular, deben manifestar sus declaraciones bajo protesta de decir verdad, lo cual no 

sucedió durante el procedimiento arbitral. 

 Independientemente de lo anterior, Bechtel obtuvo el reconocimiento y la ejecución 

de la resolución arbitral ante el Tribunal de Gran Instancia de París; resolución que 

también fue impugnada por la DAC solicitando que fuera confirmada la sentencia 

emitida previamente por  la Corte de Dubai y una vez que ésta fuera confirmada se 

suspendiera la ejecución del laudo, pues con la misma se violaría el orden público 

internacional.  

No obstante, la apelación promovida por la DAC resultó ser improcedente, ya que la 

Corte de Apelaciones de París estableció que “el laudo no se encuentra integrado en el 

ordenamiento jurídico del Estado de la sede del procedimiento, por tanto, la eventual 

anulación por parte del juez de la sede no afecta su existencia impidiendo su 

reconocimiento y su ejecución en otros ordenamientos jurídicos nacionales.
23

 

Asimismo, la Corte argumentó que la solicitud de la DAC en cuanto a agotar los 

recursos legales en el país de origen del laudo antes de otorgarle reconocimiento y 

ejecución en Francia, resulta completamente incompatible con los principios 

fundamentales del arbitraje.
24

  

                                                           
23

 Direction Générale de l'Aviation Civile de l'Emirat de Dubaï v Société International Bechtel Co., op. 

cit. nota 22. 
24

 Ídem.  
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Un caso más que ejemplifica la adopción de este tipo de representación es el caso 

Chromalloy Aeroservices v. Arab Republic of Egypt,
25

 en este supuesto, contrario a lo 

resuelto por la Corte de Estados Unidos para el Distrito de Columbia en el caso 

TermoRio, el mismo tribunal resolvió en favor de Chromalloy al ordenar el 

reconocimiento y la ejecución del laudo a pesar de haber sido anulado por la Corte de 

Apelaciones de  Egipto.  

Esta controversia derivó de la terminación anticipada del contrato celebrado entre 

Chromalloy Aeroservices Inc. y Egipto, mediante el cual la empresa estadounidense se 

obligaba a proveer de partes, mantener y reparar los helicópteros propiedad de la fuerza 

aérea de Egipto. 

Inconforme con la terminación anticipada, Chromalloy inició un procedimiento 

arbitral en Egipto de conformidad con la cláusula compromisoria pactada en el 

contrato. En el laudo emitido, Egipto fue condenado y el tribunal arbitral ordenó el 

pago de ciertas prestaciones a favor de la empresa, por lo que dicho país promovió ante 

su Corte de Apelaciones la acción correspondiente para obtener la declaración de 

nulidad del laudo impugnado; solicitud que fue concedida.   

 Por otro lado, la empresa americana buscó obtener el reconocimiento y la ejecución 

del laudo ante la Corte del Distrito de Columbia de Estados Unidos, a lo cual Egipto 

respondió oponiéndose y solicitando la suspensión de la ejecución ordenada.  

                                                           
25

 US No. 230, Chromalloy Aeroservices Inc. v. The Arab Republic of Egypt, United States District 

Court, District of Columbia, Civil No. 94-2339 (JLG), 31 July 1996, van den Berg (ed) in Yearbook 

Commercial Arbitration 1997 - Volume XXII (1997), Case date: 31 July 1996. 

http://www.kluwerarbitration.com.proxy3.library.mcgill.ca/CommonUI/document.aspx?id=ipn6523
http://www.kluwerarbitration.com.proxy3.library.mcgill.ca/CommonUI/document.aspx?id=ipn6523
http://www.kluwerarbitration.com.proxy3.library.mcgill.ca/CommonUI/document.aspx?id=ipn6523


18 

 

 Sin embargo, la apelación interpuesta por Egipto fue desestimada, pues la Corte 

consideró, con fundamento en lo establecido por la Convención de Nueva York, que a 

pesar de haber sido anulado el laudo, existe cierto estándar de discrecionalidad que la 

misma Convención le otorga para decidir si es o no procedente el reconocimiento y la 

ejecución, en su caso, de la resolución arbitral.  

En este sentido, contrario a lo que resolvería un tribunal que adoptara una 

representación estructural del arbitraje como componente de un ordenamiento jurídico 

nacional determinado, al adoptar la representación del arbitraje internacional fundado 

sobre una pluralidad de ordenamientos jurídicos nacionales, se amplía el margen de 

eficacia de este método de resolución de controversias al poder reconocer y ejecutar un 

laudo en países diferentes al de la sede del procedimiento, sin la necesidad de tener que 

ser reconocido previamente en el último.  

Así, cada Estado es libre de regular según su propia visión los arbitrajes que entren 

en contacto con su ordenamiento jurídico, ya sea porque una parte presente una 

demanda sobre el fondo de la controversia ante sus tribunales, porque sus tribunales 

deban tomar ciertas medidas en apoyo del arbitraje, o porque los mismos deban hacer 

uso de la fuerza pública en el momento de ejecución del laudo. 
26

 

Según lo señala Gaillard, diversos juristas territorialistas se han opuesto a la 

presente teoría, pues alegan que la fuente de juricidad del procedimiento únicamente se 

encuentra en el derecho del Estado en el cual el arbitraje haya tenido lugar, es decir, 

                                                           
26

 Gaillard, Emmanuel, op .cit. nota 4, p. 44. 
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existe un vínculo jurídico con el país de origen, el cual se pierde al adoptar la 

concepción pluralística.  

No obstante, contrario a lo que refieren, el vínculo que debe tener el arbitraje con la 

legislación doméstica de ciertos ordenamientos jurídicos no se pierde, pues los 

requisitos y condiciones necesarias para poder ejecutar la resolución fueron creados, en 

su momento, por el legislador de cada Estado.
27

 

Ahora bien, como observa Alan Redfern en un estudio realizado acerca del principio 

territorialista en el marco de la Convención de Nueva York y la Ley Modelo sobre 

Arbitraje Comercial Internacional de la Comisión de Naciones Unidas para el Derecho 

Mercantil Internacional, en buena medida, el rol de la lex loci arbitri ha sido 

disminuido y actualmente interviene lo menos posible en el procedimiento arbitral.
28

  

En este mismo sentido, Paulsson establece que esta segunda visión del arbitraje 

corresponde a la realidad de una vida internacional, en virtud de que la multiplicidad 

de ordenamientos jurídicos aplicables puede asegurar la eficacia del procedimiento 

arbitral. 
29

  

iii) El arbitraje internacional como un ordenamiento jurídico autónomo 

La tercera representación del arbitraje, contrario a las representaciones definidas con 

anterioridad, acepta la idea de que la juridicidad del procedimiento no se basa en un 

ordenamiento jurídico nacional, sino en un tercer ordenamiento jurídico, es decir, un 

                                                           
27

 Jemielniak, Joanna, op. cit. nota 14, p. 326. 
28

 Redfern, Alan et al., Law And Practice Of International Commercial Arbitration, London Sweet & 

Maxwell, Londres, 2004, p. 84. 
29

 Paulsson, Jan, op. cit. nota 15, p. 300. 
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“ordenamiento jurídico arbitral” que se centra en las tendencias que surgen de la 

actividad normativa de la comunidad de los Estados.
30

 

De conformidad con esta teoría, el arbitraje comercial internacional es visto como 

un ordenamiento sui iuris, el cual no solo representa la suma de actuaciones realizadas 

en virtud de un mandato extendido por los ordenamientos jurídicos nacionales.
31

 

La emancipación tanto procesal como institucional del arbitraje que caracteriza esta 

doctrina se ha extendido a su vez a la esfera del derecho sustantivo. En este sentido, el 

concepto deslocalización del procedimiento arbitral es utilizado tanto para indicar la 

independencia de la lex arbitri, como para resaltar la sustitución de cierto ordenamiento 

jurídico nacional como ley aplicable para resolver el fondo de la controversia por 

principios generales del derecho internacional.
32

   

De acuerdo con la doctrina internacional, la noción de ordenamiento jurídico arbitral 

explica el hecho de que los Estados están de acuerdo de manera global sobre las 

condiciones que un arbitraje debe satisfacer para ser considerado como un método 

vinculante de solución de controversias cuya resolución pueda ser ejecutada en 

diferentes países.
33

 

Dicho consenso se logra mediante el método de las reglas transnacionales, las cuales 

se caracterizan por el uso sistemático de recursos de derecho comparado para 

determinar si la regla que una parte del arbitraje invoca como aplicable es generalmente 

                                                           
30

 Gaillard, Emmanuel, op. cit. nota 4, p. 43. 
31

 Jemielniak, Joanna, op. cit  nota 4, p. 327. 
32

 Ibídem, p. 328. 
33

 Gaillard, Emmanuel, op. cit. nota 4, p. 54. 
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aceptada por los Estados o la misma resulta aislada y anticuada. Este método permite al 

árbitro hacer uso tanto de reglas imperativas de derecho interno, como de reglas de 

orden público internacional. 
34

 

Así pues, el derecho comparado es utilizado en esta teoría como una herramienta 

para seleccionar las normas procesales y sustantivas relevantes para resolver el fondo del 

asunto, lo cual manifiesta una conciencia específicamente profesional en la 

administración de justicia, que no es ejercida en nombre de ningún Estado,  sino en 

beneficio de la comunidad internacional.
35

 

Un ejemplo de lo anterior lo constituye el caso Dallah v. Pakistan,
36

 en el cual el 

tribunal arbitral estableció que conforme a la situación que se presentaba, para decidir si 

el gobierno de Pakistán debía o no ser parte en el procedimiento arbitral, tenían que 

tomarse en cuenta “aquellos principios generales y transnacionales, así como los usos 

que reflejaban los requisitos fundamentales en la justicia internacional comercial y el 

concepto de buena fe contractual en los negocios”.  

Asimismo, conforme a esta teoría, la Corte de Casación francesa en el caso 

Putrabali de 29 de junio de 2007, reconoció la existencia de un ordenamiento jurídico 

arbitral al momento de decidir sobre el reconocimiento y la ejecución del primer laudo 

emitido en el procedimiento al establecer lo siguiente: 

                                                           
34

 Ibídem, p. 59-62. 
35

 Jemielniak, Joanna, op.cit. nota 14, p. 327. 
36

 Dallah Real Estate and Tourism Holding Company v The Ministry of Religious Affairs, Government 

of Pakistan [2010] UKSC 46; Dallah Real Estate and Tourism Holding Company v The Ministry of 

Religious Affairs, Government of Pakistan [2009] EWCA Civ 755; Dallah Real Estate and Tourism 

Holding Company v The Ministry of Religious Affairs, Government of Pakistan [2008] EWHC 1901 

(Comm). 
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“[…] el laudo internacional que no está conectado a ningún ordenamiento jurídico 

nacional, es una decisión de justicia internacional cuya regularidad es examinada 

bajo las reglas aplicables en el país donde se solicita su reconocimiento y ejecución 

[…]”.
37

 

Ahora bien, dentro de esta doctrina, otra forma de constatar la aceptación y el 

reconocimiento de la existencia de un ordenamiento jurídico arbitral es mediante las 

resoluciones judiciales emitidas al momento de resolver sobre el reconocimiento y la 

ejecución forzosa de un laudo en cuanto a si éste contraría o no el orden público 

internacional. 
38

 

Así, para determinar la procedencia de la ejecución coactiva de laudos arbitrales 

internacionales, diversos Estados han optado por hacer una distinción entre “arbitraje 

doméstico” y “arbitraje internacional”, lo cual, a su vez, les permite distinguir entre 

normas de orden público interno y normas de orden público internacional. 

Las normas de orden público interno son aquellas que reflejan los valores de una 

sociedad en determinado momento, dichas normas son las llamadas leyes de policía, 

disposiciones que son consideradas de observancia obligatoria para salvaguardar los 

intereses públicos de la comunidad, como su organización política, social y económica.  

Por su parte, las normas de orden público internacional refieren a los principios y 

derechos fundamentales que la comunidad internacional busca proteger; no obstante, en 

                                                           
37

 Corte de Casación, 1ª Civil, 29 de junio de 2007, Societé PT Putrabali Adyamulia c. Societé Rena 

Holding. 
38

 Véase Societé PT Putrabali Adyamulia c. Societé Rena Holding. Esta noción de orden público 

internacional se refiere al orden público verdaderamente internacional o transnacional, es decir, aquellos 

principios universalmente conocidos, no pertenecientes a ningún derecho estatal en particular, no así al 

orden público internacional del país en donde se pretende reconocer y ejecutar el laudo arbitral, pues este 

último incluye los valores esenciales de una sociedad en un momento dado.  
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la doctrina internacional, se ha reconocido el concepto de orden público transnacional, 

el cual contiene reglas fundamentales de derecho natural, principios de justicia 

universal, normas de ius cogens en derecho internacional público y principios generales 

de moralidad aceptados por las naciones civilizadas.
39

  

El concepto de orden público transnacional suele ser interpretado de manera más 

acotada que el de orden público internacional, ya que aún en presencia de leyes de 

policía o principios de orden público nacional, el control del laudo que realiza el juez 

para determinar su ejecución es mínimo y solo en casos totalmente excepcionales puede 

anularlo o denegar su ejecución.  

Así pues, una de las formas a través de las cuales se propicia el desarrollo del 

arbitraje como método de solución de controversias es mediante la interpretación 

restrictiva de la noción de orden público internacional, es decir el orden público 

transnacional. 

Uno de los Estados en los que la judicatura ha adoptado este tipo de representación 

es Francia, al disponer expresamente en el artículo 1502 de su Código de 

Procedimientos Civiles que únicamente la contrariedad al orden público internacional 

podrá considerarse como causal de denegación del reconocimiento y la ejecución de un 

                                                           
39

 Véase Rubio Guerrero, Roger,  “Normas Imperativas en el arbitraje comercial internacional: El dilema 

de su aplicación”, Centro de Arbitraje, Cámara de Comercio de Lima, 

http://slideplayer.es/slide/3340326/  
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laudo emitido en un procedimiento de arbitraje internacional
40

, estableciendo así la 

distinción entre orden público nacional y orden público internacional.  

Dicho criterio ha sido utilizado por la Corte de Apelaciones de París en las 

resoluciones de los casos Fougerolle c. Procofrance
41

 y Hilmarton
42

 al referir en el 

primero la existencia de un orden público “verdaderamente internacional y de 

aplicación universal”
43

 y establecer en el segundo que  

“[…] un laudo proferido en Suiza es un laudo internacional que no está integrado 

en el ordenamiento jurídico de ese Estado, de manera que continúa existiendo si es 

anulado y su reconocimiento en Francia no es contrario al orden público 

internacional […]”. 

 Asimismo, esta representación ha sido adoptada por el Tribunal Federal Suizo en la 

resolución del caso Westland Helicopters 
44

 al considerar que el control que se debe 

ejercer sobre un laudo debe referirse al orden público transnacional o universal, 
45

 

incluyendo los principios fundamentales del derecho, sin tomar en cuenta los vínculos 

de una controversia con un país determinado. 

En ese mismo sentido se ha pronunciado la Suprema Corte de India en el caso 

Renusagar Power Co Ltd. –v- General Electric Co, pues al interpretar la noción de 

                                                           
40

 Código Francés de Procedimientos Civiles, reformado mediante Decreto No. 2011-48 el 13 de enero 

de 2011.  
41

 Corte de Apelaciones de París, 25 de mayo de 1990, Fougerolle c. Procofrance, Rev. crit. DIP, 1990  
42

 Corte de Casación, 1ª Civil, 23 de marzo de 1994, Societé Hilmarton Ltd, c. Societé Omnium de 

traitement et de valorisation. 
43

 Gaillard, Emmanuel, op.cit, nota 4, p. 69. 
44

 Tribunal Federal Suizo, 19 de abril de 1994, Westland Helicoptres Ltd, ATF. 
45

 Es importante destacar que en esta resolución el Tribunal Federal Suizo hace al orden público 

internacional como si se tratara de un orden público transnacional o universal, y no así al orden público 

internacional de Suiza.   
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orden público internacional de forma restrictiva la Corte estableció que para poder 

denegar la ejecución de un laudo arbitral en razón de contrariedad al orden público 

debía existir una violación que fuera “más allá” que las leyes de la India.
46

 

Finalmente, en el mismo sentido de las resoluciones citadas previamente, pocos 

meses después de que la Corte de Casación francesa resolviera el caso de Hilmarton, la 

Corte de Apelaciones de París estableció que el carácter de orden público debe 

responder a las mínimas concepciones de jus cogens o de la transnacionalidad para que 

en realidad se pueda hablar de un orden público internacional.
47

 

Con base en las resoluciones mencionadas, como conclusión podríamos decir que 

los tribunales de diversos países han optado por resolver las controversias que surgen 

con motivo del reconocimiento y la ejecución de laudos arbitrales limitando o 

restringiendo el concepto de orden público internacional a una noción de orden público 

transnacional. 

Lo anterior, con la finalidad de brindar efectividad a estas resoluciones y 

desincentivar los problemas que conlleva el litigio de los laudos, reconociendo de esta 

forma la existencia de un ordenamiento jurídico arbitral.  

Sin embargo, a pesar de esta tendencia a favorecer el desarrollo del arbitraje 

comercial internacional, es importante considerar que si bien a diferencia de los árbitros 

los tribunales estatales cuentan con un foro (lo que implica que son guardianes del 

orden público internacional de su país), el contenido y la aplicación de la noción de 

                                                           
46

 Suprema Corte India, 1994, Renusagar Power Co Ltd. –v- General Electric Co. 
47

 Corte de apelaciones de París (1º Ch. C.) de 27 de octubre de 1994, Lebanese traders distributors et 

consultants LTDC c. Société Reynolds, Rev. arb., 1994, núm. 4, pp. 709-714. 
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orden público internacional por parte de los jueces suele ser valorado con un cierto 

margen de discrecionalidad.  

De esta forma, podemos decir que la deslocalización del laudo al momento de 

resolver sobre su reconocimiento y/o ejecución siempre será parcial, pues el juez 

correspondiente emitirá dicha resolución con base en la concepción de orden público 

que prevalezca en el foro.  
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Capítulo II 

El marco jurisprudencial: la evolución del tratamiento del arbitraje comercial 

internacional y las causales de denegación de reconocimiento y ejecución de laudos 

arbitrales en México 

El objetivo del presente capítulo es exponer el desarrollo jurisprudencial de las causales de 

denegación en el reconocimiento y la ejecución de laudos arbitrales en México, así como 

los aciertos y fallas en el mismo, en relación con la evolución legislativa sobre el 

tratamiento de las causales referidas. Consecuentemente, se realizará una explicación 

acerca de cómo se han interpretado dichas causales en las ejecutorias más relevantes y cuál 

ha sido el cambio en su interpretación y aplicación, en caso de existir alguno.   

Por lo tanto, en primer lugar, se hará una distinción entre los criterios 

jurisprudenciales más relevantes emitidos por nuestra Suprema Corte de Justicia de la 

Nación antes de la reforma realizada al Título Cuarto del Libro Quinto del Código de 

Comercio en el año 1993, de aquellos que fueron publicados con posterioridad a ésta, ya 

que como más adelante se explicará, dicha reforma representó una evolución en la práctica 

consuetudinaria del arbitraje comercial.  

En segundo lugar, con base en los criterios referidos, se realizará un análisis jurídico 

de los mismos para evidenciar si existe algún cambio de actitud por parte del poder judicial 

hacia este método de resolución de conflictos tomando en cuenta la interpretación y 

aplicación de las causales referidas. 
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Como se comprobará, aunque ha habido avances importantes en la interpretación 

jurídica de las causales citadas, aún existe cierta contradicción en las ejecutorias emitidas 

por la judicatura que no permiten que los procedimientos arbitrales tengan completa 

eficacia al momento de querer ejecutar coactivamente un laudo.   

i) Antecedentes legislativos de las causales de denegación de reconocimiento y 

ejecución de laudos arbitrales 

En 1889 el Código de Comercio no contenía ninguna disposición en relación con la 

ejecución de laudos arbitrales extranjeros en materia comercial. Al contrario, dicho 

ordenamiento señalaba que, a falta de convenio expreso de las partes interesadas y de 

disposición expresa en el Código o en algún tratado, se aplicaría la ley de procedimientos 

local respectiva.
48

 Por lo anterior, para poder ejecutar un laudo extranjero en materia 

comercial tenía que recurrirse a los códigos de procedimientos civiles locales. 

 En 1993 México adoptó la Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional de 

la Comisión de Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional
49

 de 1985 (en 

adelante, la Ley Modelo) en el Título Cuarto del Libro Quinto del Código de Comercio,
50

 

incluyendo algunos cambios menores. Esto presentó un gran cambio en la práctica del 

arbitraje, pues con dicha incorporación nuestro país demostró su interés en impulsar esta 

materia y uniformar su regulación.  

                                                           
48

 Artículo 1051 del Código de Comercio vigente en 1889. 
49

 Véase Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, disponible en 

http://www.uncitral.org/pdf/spanish/texts/arbitration/ml-arb/ml-arb-s.pdf. 
50

 En adelante, “Ley Mexicana de Arbitraje”. 
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 Asimismo, indirectamente, la Ley Mexicana de Arbitraje adoptó dentro de sus 

disposiciones la Convención de las Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución 

de Laudos Arbitrales Extranjeros de 1958 (Convención de Nueva York) ratificada por 

México en 1971. 

 Por lo anterior, el artículo 1462 del Código de Comercio
51

 resulta ser equivalente a 

los artículos 36 de la Ley Modelo y V de la Convención de Nueva York en cuanto a las 

                                                           
51

 “Artículo 1462.- Sólo se podrá denegar el reconocimiento o la ejecución de un laudo arbitral, 

cualquiera que sea el país en que se hubiere dictado, cuando: 

I.- La parte contra la cual de invoca el laudo, pruebe ante el juez competente del país en que se pide en 

reconocimiento o la ejecución que: 

a) Una de las partes en el acuerdo de arbitraje estaba afectada por alguna incapacidad, o que dicho 

acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se hubiere iniciado a 

este respecto, en virtud de la ley del país en que se haya dictado el laudo; 

b) No fue debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no 

hubiere podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos; 

c) El laudo se refiere a una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisiones que 

exceden los términos del acuerdo de arbitraje. No obstante, sin las disposiciones del laudo que se 

refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, se podrá dar 

reconocimiento y ejecución a las primeras; 

d) La composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo celebrado 

entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que no se ajustaron a la ley del país donde se efectuó el 

arbitraje; o 

e) El laudo no sea aún obligatorio para las partes o hubiere sido anulado o suspendido por el juez del 

país en que, o conforme a cuyo derecho, hubiere sido dictado ese laudo; o 

II.- El juez compruebe que, según la legislación mexicana, el objeto de la controversia no es susceptible 

de arbitraje; o que el reconocimiento o la ejecución del laudo son contrarios al orden público. 

Artículo 36. Motivos para denegar el reconocimiento o la ejecución 

1) Sólo se podrá denegar el reconocimiento o la ejecución de un laudo arbitral, cualquiera que sea el país 

en que se haya dictado: 

a) a instancia de la parte contra la cual se invoca, cuando esta parte pruebe ante el tribunal competente 

del país en que se pide el reconocimiento o la ejecución: 

i) que una de las partes en el acuerdo de arbitraje a que se refiere el artículo 7 estaba afectada por alguna 

incapacidad, o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si 

nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se haya dictado el laudo; o 

ii) que la parte contra la cual se invoca el laudo no ha sido debidamente notificada de la designación de 

un árbitro o de las actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus 

derechos; o 
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causales establecidas para oponerse al reconocimiento o a la ejecución de un laudo arbitral, 

lo cual -se insiste- refleja la intención del legislador de poner la legislación nacional en 

línea con la normativa internacional vigente.  

                                                                                                                                                                                 
iii) que el laudo se refiere a una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisiones 

que exceden los términos del acuerdo de arbitraje; no obstante, si las disposiciones del laudo que se 

refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, se podrá dar 

reconocimiento y ejecución a las primeras; o 

iv) que la composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo 

celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que no se han ajustado a la ley del país donde se 

efectuó el arbitraje; o 

v) que el laudo no es aún obligatorio para las partes o ha sido anulado o suspendido por un tribunal del 

país en que, o conforme a cuyo derecho, ha sido dictado ese laudo; o 

b) cuando el tribunal compruebe: 

i) que, según la ley de este Estado, el objeto de la controversia no es susceptible de arbitraje; o 

ii) que el reconocimiento o la ejecución del laudo serían contrarios al orden público de este Estado.” 

Artículo V 

“1. Sólo se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de la sentencia, a instancia de la parte contra 

la cual es invocada, si esta parte prueba ante la autoridad competente del país en que se pide el 

reconocimiento y la ejecución: 

a) Que las partes en el cuerdo a que se refieren el artículo II estaban sujetas a alguna incapacidad en 

virtud de la ley que le es aplicable o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo 

han sometido, o si nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se haya 

dictado la sentencia; o 

b) Que la parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral no ha sido debidamente notificada de la 

designación del árbitro o del procedimiento de arbitraje o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer 

valer sus medios de defensa; o 

c) Que la sentencia se refiere a una diferencia no prevista en el compromiso o no comprendida en las 

disposiciones de la cláusula compromisoria, o contiene decisiones que excedan de los términos del 

compromiso o de la cláusula compromisoria; no obstante, si las disposiciones de la sentencia que se 

refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden separase de las que no han sido sometidas al 

arbitraje; se podrá dar reconocimiento y ejecución a las primeras; o 

d) Que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo 

celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que la constitución del tribunal arbitral o el 

procedimiento arbitral no se han ajustado a la ley del país donde se ha efectuado el arbitraje; o 

e) Que la sentencia no es aún obligatoria para las partes o ha sido anulada o suspendida por una 

autoridad competente del país en que, o conforme a cuya ley, ha sido dictada esa sentencia. 

2. También se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de una sentencia arbitral si la autoridad 

competente del país en que se pide el reconocimiento y la ejecución, comprueba: 

a) Que, según la ley de ese país, el objeto de la diferencia no es susceptible de solución por vía de 

arbitraje; o 

b) Que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia serían contrarios al orden público de ese país.” 
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 Sin embargo, si bien el proceso legislativo y la intención del legislador representan  

una parte importante en el desarrollo de esta materia, la manera en que las disposiciones 

relacionadas son interpretadas y a su vez aplicadas por la judicatura resultan ser parte 

fundamental para el desarrollo de la misma.  

 Sobre el particular, con relación al texto del artículo 1462 del Código de Comercio, 

el cual establece que “Sólo se podrá denegar el reconocimiento o la ejecución de un laudo 

arbitral[…]”, el uso del verbo “podrá” ha sido interpretado de tiempo en tiempo como una 

potestad que tiene el juez para negar el reconocimiento o la ejecución de un laudo arbitral 

con base en las causales previstas y no así como una obligación, es decir, el juez goza de 

determinada libertad en la aplicación e interpretación de las mismas.
52

    

 Lo anterior resulta relevante cuando se trata de causales relacionadas con la 

inarbitrabilidad de la materia y las posibles violaciones al orden público que, en su caso, la 

ejecución del laudo pueda provocar, ya que estas son causales que el juez debe analizar 

incluso aunque la parte que intente oponerse a la ejecución no las invoque. Dicho análisis 

constituye un control de legalidad que el juez que conoce de la solicitud debe ejercer a fin 

de que el cumplimiento forzoso del laudo no contravenga los principios básicos de 

legalidad local.
53

 

 De esta forma, los laudos arbitrales son analizados conforme a los ordenamientos 

jurídicos nacionales al momento de su reconocimiento y ejecución coactiva, lo cual 

                                                           
52

 Azar Manzur, Cecilia, Gómez Ruano, Sofía y Ortega López, Elsa, Ley Mexicana de Arbitraje en 

Materia Comercial – Análisis y Comentarios al Título Cuarto del Libro Quinto del Código de Comercio, 

Editorial Themis, México, Distrito Federal, 2009, p. 116 
53

 Ibídem, pg. 119. 
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representa un momento crucial para constatar en primera instancia la efectividad del 

arbitraje, y en segunda, el impulso y desarrollo que la judicatura aporta a la materia. 

ii) Criterios jurisprudenciales previos a la reforma realizada al Título Cuarto del 

Libro Quinto del Código de Comercio 

Como ha sido mencionado previamente, con anterioridad a la incorporación de la 

Ley Modelo, el ordenamiento jurídico mexicano no contenía ninguna disposición en 

relación con la ejecución de laudos arbitrales extranjeros en materia comercial.  

No obstante, existen criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y algunos Tribunales Colegiados con relación a este tema,  los cuales, a pesar de 

que resultan ser pocos, establecían que se podía denegar el reconocimiento y la ejecución 

de una resolución arbitral cuando se advirtiera que el árbitro se había apartado 

ostensiblemente de los requisitos procesales de todo juicio o que se habían violentado 

aquellas formalidades esenciales del procedimiento.
54

  

                                                           
54

 Tesis: 252781, Semanario Judicial de la Federación ,Séptima Época, Volumen 103-108, Sexta Parte, 

p. 129.  

LAUDO, LOS JUECES PUEDEN REHUSAR LA EJECUCION DEL, CUANDO ADVIERTAN 

QUE EL ARBITRO NO CUMPLIO LAS FORMALIDADES PROCESALES PACTADAS POR 

LOS INTERESADOS, PUES TAL CUESTION ES DE ORDEN PUBLICO. Aunque los Jueces del 

orden común carecen de facultades para revisar la legalidad del laudo arbitral, en cuanto al fondo, lo que 

es propio de la apelación en el supuesto de que tal recurso no haya sido renunciado por las partes, sí 

pueden, en cambio, rehusar la ejecución del laudo, cuando adviertan que el árbitro se ha apartado 

ostensiblemente de los requisitos procesales estipulados en el respectivo compromiso o cláusula 

compromisoria, con evidente violación a las normas esenciales de todo juicio, que son de orden público. 

Amparo en revisión 286/77. Etla, S.A. 23 de septiembre de 1977. Unanimidad de votos. Ponente: Martín 

Antonio Ríos. 

Tesis 361915, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXXVIII, p. 801  

ARBITRAJE (Anexo 1.1) 
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Dichas formalidades se traducían principalmente en cuatro requisitos: i) la 

notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; ii) la oportunidad de ofrecer 

y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; iii) la oportunidad de alegar; y iv) el 

dictado de una resolución que dirimiera las cuestiones debatidas. 
55

  Todo procedimiento 

arbitral debía cumplir dichos requisitos pues estos eran considerados de orden público.  

De esta forma, los tribunales colegiados calificaban las violaciones al procedimiento 

como la principal causal de denegación de ejecución de laudos, pues tal cuestión 

representaba a su vez una violación al orden público. No obstante, como se explicará más 

adelante, la interpretación de dicho concepto ha evolucionado de tiempo en tiempo y 

actualmente es diferente. La contrariedad al orden público ya no se actualiza  únicamente 

cuando existen irregularidades en el proceso. 

iii) Criterios jurisprudenciales posteriores a la reforma realizada al Título Cuarto del 

Libro Quinto del Código de Comercio 

Con la incorporación de la Ley Modelo y consecuentemente la Convención de 

Nueva York a la Ley Arbitral Mexicana, fueron adicionadas diversas causales que podían 

ser invocadas a petición de parte o analizadas de oficio por el juez y que, en caso de 

actualizarse, podían generar como resultado la denegación del reconocimiento y de la 

ejecución del laudo arbitral en cuestión.
56

  

                                                           
55

 Tesis P. LV/92, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Núm. 53, Octava Época, mayo de 

1992 p.34  

FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN 

UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. (Anexo 1.2) 
56

 Artículo 1462, Código de Comercio. 
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De un análisis realizado con base en los criterios jurisprudenciales y las 

resoluciones emitidas tanto por la Suprema Corte de Justicia como por los Tribunales 

Colegiados, se observa que la principal causa por la cual es denegada la ejecución de un 

laudo, es aquélla contenida en la segunda parte de la fracción II del artículo 1462 del 

Código de Comercio, es decir, la contrariedad al orden público. 

 Actualmente, se han emitido diversos criterios acerca de la noción de orden público; 

en algunos de ellos se ha definido que el orden público versa sobre intereses colectivos y no 

sobre intereses individuales,
57

 que los bienes públicos no son orden público,
58

 que la 

contratación pública no es orden público,
59

 que la caducidad no es orden público,
60

 que la 

cosa juzgada no es orden público,
61

 entre otros.  

 Dentro de los criterios más relevantes, los Tribunales Colegiados han establecido 

que: 

“[…]como dicho concepto no se encuentra definido en la Constitución ni en el 

Código de Comercio, se debe determinar su significado en cada caso concreto, 

pues éste es más amplio y no basta con afirmar que en un laudo arbitral se está 

dejando de aplicar una disposición legal que se autodefine como de "orden 

público" para que se tenga necesariamente que concluir que se transgrede el 

mismo, sino que es necesario un estudio más profundo, caso por caso, que 

                                                           
57

 Amparo en Revisión 195/2010. 
58

 Incidente de nulidad de laudo arbitral número 213/2005-V, Juzgado Duodécimo de Distrito en Materia 

Civil en el Distrito Federal, sentencia del 28 de marzo de 2006. 
59

 Amparo en revisión 358/2010. 
60

 Amparo en revisión 527/2011. 
61

 Amparo en revisión 755/2011. 
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permita concluir que con su reconocimiento y ejecución es evidente que sí se 

transgrede nuestro orden jurídico[…]”.
62

 

Estos tribunales han dispuesto con relación al laudo arbitral que si la violación 

contenida en el laudo trasgrede el orden público, el juez no debe ordenar su ejecución, pero 

si solamente perjudica intereses privados debe ordenarla,
63

 ya que  

“[…] al ser una resolución que ha establecido una conducta concreta, 

inimpugnable e inmutable, debe provenir de un procedimiento en el que se 

hayan respetado las formalidades esenciales del procedimiento, y que no sea 

contrario a una materia de orden público […]”
64

 

Asimismo, han establecido que “la noción de orden público de que trata la 

institución de nulidad de laudo arbitral está determinada en el contexto de la reforma al 

Código de Comercio que reguló aquélla,  con arreglo a lo previsto en el artículo V, punto 

2, inciso b), de la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 

Arbitrales Extranjeras […]”
65

 

                                                           
62

 Tesis: I.7o.C.20 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Julio de 

2012, Tomo 3, p.1878.  

LAUDO ARBITRAL. ORDEN PÚBLICO SERÁ DETERMINADO POR EL JUEZ CUANDO SE 

RECLAMA SU NULIDAD O RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN. (Anexo 1.2) 
63

 Tesis: XV.1o.50 C Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, 

Agosto de 2002, p.1317.  

LAUDO ARBITRAL. SU HOMOLOGACIÓN POR AUTORIDAD JUDICIAL ORDINARIA Y 

EL ANÁLISIS DE ÉSTA, EN AMPARO, NO PERMITE EL ESTUDIO DE SU SENTIDO EN 

CUANTO AL FONDO. (Anexo 1.3) 
64

 Tesis: I.3o.C.231 C Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época Tomo XIV, Julio 

de 2001, p.1107.  

ÁRBITRO. SUS RESOLUCIONES SON ACTOS DE AUTORIDAD, Y SU EJECUCIÓN LE 

CORRESPONDE AL JUEZ DESIGNADO POR LAS PARTES.(Anexo 1.4) 
65

 Tesis: I.3o.C.953 C Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, 

Mayo de 2011, p.1241.  

ORDEN PÚBLICO. PRINCIPIO PROARBITRAJE Y RECONOCIMIENTO DE LA 

AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD PARA PONDERAR LA NULIDAD DEL LAUDO 
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 Dicho criterio resulta ser aplicable no solo a las causales de nulidad de los laudos 

arbitrales, sino también a aquellas causales de denegación de reconocimiento y ejecución, 

pues en el mismo se refiere que la noción de orden público 

“[…] tiene como marco de referencia, nacional e internacional, la institución de 

arbitraje a la que no puede frustrar, alterar u obstaculizar en su misión y exige 

una precisión en cuanto a su definición, alcance y contenido, porque sólo de esa 

manera puede establecerse en qué casos y bajo qué condiciones resulta 

pertinente su aplicación […]”
66

 

Ahora bien, para no obstaculizar el arbitraje, de conformidad con el criterio 

referido, los tribunales de primera y segunda instancia, a falta de una definición precisa del 

concepto de orden público, han recurrido a la doctrina para enmarcar dicho concepto 

dentro de los estándares internacionales y lo han utilizado de la siguiente forma: 

“Por orden público se entienden las nociones más básicas de moralidad y de 

justicia de un sistema jurídico. Existe una distinción entre orden público para 

efectos de derecho local y orden público internacional. El primero es más amplio 

que el segundo. El término “orden público internacional” alude al cuerpo de 

principios y reglas de un Estado que, por su naturaleza, pueden impedir el 

reconocimiento y ejecución de un laudo arbitral cuando ello implique su violación, 

ya sea por el procedimiento seguido para su emisión (orden público internacional 

procesal) o por el contenido del laudo (orden público internacional sustantivo).  

Existen casos que han adoptado dicha distinción, y otros que no. Al margen de ello 

es importante constatar que el orden público debe interpretarse restrictivamente y 

                                                                                                                                                                                 
ARBITRAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO V, PUNTO 2, INCISO B), DE LA 

CONVENCIÓN SOBRE EL RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 

ARBITRALES EXTRANJERAS). (Anexo 1.5) 
66

 Ídem.  
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no comprende las disposiciones imperativas del Estado en donde se solicita la 

ejecución.” 
67

 

 Por su parte, al resolver los recursos de revisión interpuestos por ADT Security y 

City Watch,  la Suprema Corte de Justicia de la Nación
68

 ha establecido que, a pesar de ser 

un concepto jurídico indeterminado, la noción de orden público tiene un “núcleo duro”, es 

decir, un ámbito de absoluta certeza sobre su significación para efectos de ejecución de 

laudos arbitrales, el cual consiste en lo siguiente:  

“[…] Un laudo arbitral es contrario al orden público y que, por ende, constituye 

una causa de nulidad, cuando la cuestión dilucidada se coloque más allá de los 

límites de dicho orden, es decir, más allá de las instituciones jurídicas del Estado, 

de los principios, normas e instituciones que lo conforman y que trasciende a la 

comunidad por lo ofensivo y grave del yerro cometido en la decisión. Un laudo de 

ese tipo estaría alterando el límite que marca el orden público, a saber, el 

mecanismo a través del cual el Estado impide que ciertos actos particulares afecten 

intereses fundamentales de la sociedad. […]”
69

 

 Así pues, en la resolución del Amparo en Revisión 755/2011, en ejercicio de su 

facultad de atracción, la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió los parámetros 

conforme a los cuales un juzgador puede analizar los procedimientos arbitrales y los laudos 

que en ellos se lleguen a dictar conforme a las disposiciones del Código de Comercio, sobre 

todo lo referente al alcance de la expresión orden público, la cual, en el caso concreto, se 

relacionaba con la violación al principio de cosa juzgada, la omisión de analizar la 

                                                           
67

 Ídem.  
68 

Amparo en Revisión 755/2011 resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 
69

 Ídem. 
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prestación de daños y perjuicios que una de las partes del juicio principal solicitó y la 

omisión del Tribunal Arbitral de designar un perito tercero en discordia. 
70

 

 El “núcleo duro” del concepto referido fue definido por la Suprema Corte con base 

en diversas acepciones de otros tribunales constitucionales,
71

 así como en la ejecutoria 

mediante la cual el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 

el orden público y el interés social son nociones íntimamente vinculadas.  

Lo anterior, en la medida de que el primero tiende al arreglo o composición de la 

comunidad con la finalidad de satisfacer necesidades colectivas, de procurar un bienestar o 

impedir un mal a la población; mientras que el segundo, se traduce en la necesidad de 

beneficiar a la sociedad, o bien, evitarle a aquélla algún mal, desventaja o trastorno,
72

 por lo 

que se contraviene el orden público cuando se priva a la colectividad con la suspensión de 

                                                           
70

 Amparo en Revisión 755/2011, op. cit. nota 68. 
71

 Véase Amparo en Revisión 755/2011. En España, en la sentencia de fecha 5 de abril de 1966, el 

Tribunal Supremo sostuvo que el orden público “Está integrado por aquellos principios jurídicos, 

públicos y privados, políticos, económicos, morales e incluso religiosos, que son absolutamente 

obligatorios para la conservación del orden social en un pueblo y en una época determinada”. 

En Colombia, el concepto de orden público “se limita a los principios básicos de las instituciones del 

derecho interno como la prohibición de ejercicio abusivo de los derechos, la buena fe, la imparcialidad 

del tribunal arbitral y el respeto al debido proceso”. 

En Francia, la ejecución del laudo puede denegarse “cuando el razonamiento de los árbitros sobre la 

aplicabilidad de la ley o su aplicación concreta es manifiesto y gravemente errado y de ello se produce 

un resultado evidentemente inaceptable”. 

En Venezuela, el orden público se contraviene cuando “el hecho supuestamente violatorio del derecho o 

norma constitucional afecta a una parte de la colectividad o al interés general, más allá de los intereses 

particulares de los accionantes” o “que aceptado el precedente resultaría una incitación al caos social, si 

es que otros jueces lo siguen”. 
72

 Ibídem. 
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un beneficio que le otorgan las leyes, o se les infiere un daño con ella que de otra manera 

no resentiría.
73

 

De acuerdo con la aproximación al concepto de orden público establecida por la 

Suprema Corte, éste se localiza en el ámbito de los principios jurídicos, ya que debe 

proteger la esencia de las instituciones jurídicas y garantizar el cumplimiento de los 

principios fundamentales de justicia procesal. Esto a su vez guarda congruencia con la 

opinión formulada por la secretaría de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 

Mercantil Internacional (CNUDMI) en relación con la interpretación y aplicación de la Ley 

Modelo.
74  

 Ahora bien, con base en los estándares internacionales del concepto de orden 

público emitidos por diversos tribunales constitucionales, en el año 2002 el Comité de 

Arbitraje Comercial Internacional de la International Law Association (en adelante, “ILA”  

por sus siglas en inglés) emitió en su Septuagésima Conferencia el documento titulado 

“Recomendaciones de la International Law Association sobre la Aplicación del Orden 

Público como motivo para denegar el Reconocimiento y la Ejecución de Laudos Arbitrales 

Internacionales”.  

Estas  recomendaciones hacen referencia a la interpretación y uso del concepto de 

orden público en el ámbito internacional. Dentro de las más importantes, se encuentran las 

siguientes:  

                                                           
73

Tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 47 Tercera Parte, p. 58 

INTERÉS SOCIAL Y DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. SU APRECIACIÓN 
74

 En la opinión formulada por la secretaría de la CNUDMI estableció que “el orden público es un 

supuesto que abarca también desviaciones graves de los principios fundamentales de justicia procesal”.  
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1(c) Se deben considerar tanto las normas sustantivas como las normas de procedimiento al 

examinar la posible contrariedad al “orden público”.
75

 

1(d) El orden público de cualquier Estado debe contener (i) los principios fundamentales, 

atinentes a la justicia y la moral, (ii) las reglas orientadas a defender los intereses 

esenciales del Estado en materia política, social o económica, y (iii) el deber del Estado de 

respetar obligaciones contraídas internacionalmente.
76

 

3(a) No se debe confundir la contrariedad al “orden público” con la violación a una norma 

imperativa.
77

 Entendiéndose por “normas imperativas” aquellas reglas de carácter 

prohibitivo o mandatorio que no puede ignorarse en el acuerdo de las partes.
78

 

Al respecto se han pronunciado algunos juristas al establecer que, para que tenga 

éxito un argumento basado en el orden público, tiene que demostrarse que existe algún 

                                                           
75

 1 (c) La expresión “orden público internacional” se usa en estas Recomendaciones para indicar el 

conjunto de principios y reglas reconocidas por un determinado Estado, que por su propia naturaleza 

pueden impedir el reconocimiento y la ejecución de un laudo arbitral dictado en el contexto del arbitraje 

comercial internacional, cuando el reconocimiento y ejecución de dicho laudo entrañe su violación, sea 

por razón del procedimiento según el cual fue dictado (orden público internacional procedimental), sea 

por razón de su contenido (orden público internacional sustantivo). 
76

 1 (d) El orden público internacional de cualquier Estado incluye: (i) principios fundamentales, 

atinentes a la justicia y la moral, que el Estado desea proteger aún cuando no esté directamente 

involucrado; (ii) reglas orientadas a sostener los intereses esenciales del Estado en materia política, 

social o económica, conocidos como “lois de police” o “reglas de orden público”; y (iii) el deber del 

Estado para respetar las obligaciones contraídas frente a otros Estados u organizaciones internacionales. 
77

 3(a) La violación por un laudo de una mera “norma imperativa” no deberá constituir un obstáculo 

para el reconocimiento y ejecución del laudo, aún cuando tal norma sea parte integrante de: la ley del 

foro, del derecho que rige el contrato, del derecho vigente en el sitio de cumplimiento del contrato o del 

derecho que rija en la sede del arbitraje. 
78

 Siqueiros Prieto, José Luis, “El orden público como motivo para denegar el reconocimiento y la 

ejecución de laudos arbitrales internacionales”, Boletín Informativo del Capítulo Mexicano de la Cámara 

Internacional de Comercio, A.C., No.59 Mayo 2009 Número ISSN: 1870-2082 PAUT UTA 1 p. 51, 
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elemento de ilegalidad o que el reconocimiento o la ejecución del laudo serían claramente 

nocivos para el bien público […].
79

 

En relación con lo anterior, existen dos tesis sobre lo que debe entenderse por orden 

público, una maximalista y una minimalista.  

La primera establece que debe existir una concepción amplia del orden público 

internacional, que incluya todas las leyes de policía, así como un control profundo de los 

laudos para verificar que el orden público aplicable está siendo respetado, mientras que la 

minimalista considera que, aún en presencia de las leyes de policía o principios de orden 

público, el control del laudo por el juez de nulidad o ejecución debe ser mínimo y no puede 

anular o no ejecutar el laudo más que en casos excepcionales.
80

 

Los países que estimulan el arbitraje comercial internacional tienden a adoptar una 

concepción minimalista del orden público, no dejando los intereses del Estado totalmente 

de lado pero tampoco obstaculizando el desarrollo del arbitraje.
81

 

Del análisis realizado a los criterios emitidos tanto por los Tribunales Colegiados 

como por la Suprema Corte de Justicia, podríamos concluir que México ha tratado de 

adoptar una concepción minimalista acerca del orden público en cuanto a la interpretación 

y aplicación de las causales de denegación de reconocimiento y ejecución de laudos 

                                                           
79
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arbitrales y que, a partir de la inclusión de la Ley Modelo y consecuentemente, de la 

Convención de Nueva York en la Ley Mexicana de Arbitraje, la jurisprudencia mexicana 

se ha aproximado a los criterios interpretativos aceptados internacionalmente. Sin 

embargo, continúan existiendo ciertas inconsistencias que frenan el desarrollo del arbitraje 

como método de solución de conflictos, las cuales serán expuestas en el siguiente capítulo 

del presente trabajo.  



43 

 

Capítulo III 

La enmarcación teórica de la intervención del poder judicial al momento de resolver 

sobre el reconocimiento y la ejecución de laudos arbitrales en México  

El objetivo del presente capítulo es, a través de un ejercicio de interpretación jurídica, 

enmarcar dentro de una de las representaciones del arbitraje comercial internacional 

estudiadas en el primer capítulo la actuación de la judicatura mexicana al momento de 

resolver sobre la solicitud de reconocimiento y ejecución de un laudo arbitral.  

Una vez realizado tal ejercicio, serán expuestas las consecuencias fácticas que dicha 

actuación conlleva en cuanto a la práctica del arbitraje comercial internacional, con la 

finalidad de concluir si la intervención del poder judicial apoya o no el desarrollo del 

arbitraje en México como mecanismo eficaz de solución de controversias en comparación 

con otros países.  

i) Enmarcación teórica de la intervención de la judicatura en México  

De las conclusiones obtenidas del análisis realizado en el segundo capítulo respecto 

de la evolución del tratamiento e interpretación de las causales de denegación de 

reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales en México, con relación a las teorías de 

arbitraje comercial internacional estudiadas en el primero, se desprende que actualmente la 

actuación del poder judicial se encuentra enmarcada dentro de la representación del 

arbitraje internacional fundada en una pluralidad de ordenamientos jurídicos nacionales. 
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Lo anterior es así pues México ha ampliado el margen de eficacia de este método 

de resolución de controversias al reconocer y ejecutar un laudo a pesar de que la sede del 

procedimiento arbitral hubiera sido en un país diferente, sin la necesidad de que la 

resolución fuera reconocida previamente en el último e independientemente de que la 

misma fuera anulada.   

Sin embargo, si bien es cierto que el Estado Mexicano ha optado por dar impulso al 

desarrollo del arbitraje comercial internacional a través de la política legislativa mediante 

la inclusión de los instrumentos internacionales relativos al tema, y nuestros más altos 

tribunales han emitido diversas resoluciones tomando en cuenta los estándares 

internacionales, también es cierto que siguen existiendo serias inconsistencias que no 

permiten que este método de solución de controversias continué desarrollándose.   

De esta forma, las resoluciones emitidas tanto por la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación como por los Tribunales Colegiados no resultan ser claras y existen ciertas 

contradicciones entre las mismas en cuanto al alcance de la expresión de orden público – 

principal motivo por el que el reconocimiento y la ejecución de los laudos arbitrales son 

denegados-.  

Ello así pues, por un lado, establecen que dicha noción se encuentra determinada 

con arreglo a lo previsto por el artículo 2, inciso b) de la Convención de Nueva York, es 

decir, hacen referencia al orden público internacional, 
82

 y por otro, tratan de dar contenido 
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ORDEN PÚBLICO. PRINCIPIO PROARBITRAJE Y RECONOCIMIENTO DE LA 
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a dicho concepto tomando en consideración únicamente el contenido que se ha dado en 

diversas ejecutorias al concepto de orden público interno. 

Considero que dicha inconsistencia deviene de los pocos o nulos criterios que 

existen relacionados con el contenido de orden público internacional, pues se suele 

confundir el mismo en instancias inferiores con el de orden público interno, el cual ha sido 

definido de manera completamente distinta en otra resolución emitida por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia como “el mecanismo a través del cual el Estado impide que 

ciertos actos particulares afecten intereses fundamentales de la sociedad”.
83

 

De esta forma, al confundir ambas nociones, el contenido del orden público 

internacional se amplía y en él se ven incluidas las disposiciones imperativas del derecho 

interno mexicano, lo cual va en contra incluso de la naturaleza misma del concepto.  

En ese sentido, de las resoluciones citadas en el segundo capítulo parecería que la 

judicatura ha adoptado una concepción minimalista acerca de la noción de orden público 

internacional en cuanto a la interpretación y aplicación de las causales de denegación de 

reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales; no obstante, dada la confusión referida, es 

correcto el decir que en realidad nos encontramos ante una concepción maximalista del 

referido concepto, en la cual existe un control más profundo de los laudos para verificar 

que el orden público está siendo respetado, tomando en consideración las leyes de policía 

mexicanas.  

                                                                                                                                                                                 
ARBITRAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO V, PUNTO 2, INCISO B), DE LA 

CONVENCIÓN SOBRE EL RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 

ARBITRALES EXTRANJERAS). (Anexo 1.5) 
83

 Amparo en Revisión 755/2011. 
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Dicha confusión suele ser común principalmente en los países que cuentan con un 

sistema jurídico basado en el civil law, cuestión que resulta un grave problema, pues es 

importante tener clara la distinción entre orden público interno y orden público 

internacional, ya que si bien todas las normas del orden público internacional se encuentran 

contenidas en el orden público interno, no todas las normas del orden público interno son 

parte del orden público internacional.
84

  

ii) Jurisprudencia comparada con respecto a la interpretación de la noción de 

orden público 

La prevalencia de la aplicación de un concepto limitado o restrictivo de la noción 

de orden público en el contexto internacional puede confirmarse con la resolución emitida  

en el caso Mitsubishi Motors Corp v. Soler Chrysler-Plymouth Inc, 
85

 en el cual la 

Suprema Corte de los Estados Unidos de América estableció que 

[…] En lo que concierne a la comunidad internacional, con respecto a la capacidad 

de tribunales extranjeros y transnacionales y a la necesidad del sistema comercial 

internacional de predictibilidad en la resolución de controversias, es necesario que se 

ejecute el acuerdo convenido por las partes aún asumiendo que el resultado pueda ser 

contrario si se tratase de un contexto doméstico […]
86

 

Del párrafo transcrito se desprende que la aplicación de la noción de orden público 

de manera restrictiva conduce a tener mayor certeza y predictibilidad en la resolución de 
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controversias, pues al aplicar un concepto dotado de contenido doméstico el resultado 

podría ser contrario a lo pactado en el contrato origen de la controversia.   

Por lo anterior, en beneficio de sus propios intereses, ciertos países han relajado la 

aplicación de sus reglas de orden público en lo que respecta a transacciones internacionales 

debido a que por diferencias culturales, sus normas o ideas de civilización y negocios no 

podían ser impuestas a toda transacción o a las partes de las mismas una vez que los 

intereses de otro país se encontraban involucrados.
87

  

Así pues, como había sido mencionado anteriormente, los países que estimulan el 

arbitraje comercial internacional tienden a adoptar una concepción minimalista del orden 

público, no dejando los intereses del Estado totalmente de lado pero tampoco 

obstaculizando el desarrollo del arbitraje.
88

 

Como ejemplos de casos en los que los tribunales han adoptado la concepción 

minimalista del orden público tenemos en primer lugar el caso de  Renusagar Power Co 

Ltd. –v- General Electric Co,
89

 en el cual la Suprema Corte de India resolvió que la 

objeción de contrariedad al orden público hecha por Renusagar al oponerse a la ejecución 

del laudo emitido en favor de General Electric era improcedente pues dicho concepto debe 

interpretarse en forma restrictiva, ya que no basta con contravenir la ley de la India por sí 

sola para invocar esta causal de denegación de ejecución.   
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 Asimismo, dicha Suprema Corte estableció que la noción de orden público 

necesariamente debe interpretarse en el contexto del derecho internacional privado, es 

decir, “para que la denegación sea procedente la ejecución del laudo debe tener como 

resultado la violación de i) los principios fundamentales de la ley de la India, ii) los 

intereses de la India; o iii) la justicia o la moralidad”.
90

  Dicho criterio fue confirmado 

recientemente por la Corte al momento de resolver sobre el caso Shri Lal Mahal Ltd. v. 

Progetto Grano SpA.
91

 

En segundo lugar, encontramos el caso Societé Hilmarton Ltd, c. Societé Omnium 

de traitement et de valorisation
92

 en el que la Corte de Casación de Francia confirmó la 

resolución de la Corte de Apelaciones de París
93

 en el sentido de reconocer y ejecutar el 

laudo emitido en el procedimiento arbitral, el cual había sido anulado en Suiza, país sede 

del arbitraje.  

La Corte referida resolvió de tal forma bajo el argumento de que el reconocimiento 

y del laudo emitido no resultaba ser contrario al orden público internacional de 

                                                           
90
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conformidad con lo dispuesto tanto en la Convención de Nueva York, como en el artículo 

1502 5° del Código Francés de Procedimientos Civiles.  

Finalmente, en el caso Direction Générale de l'Aviation Civile de l'Emirat de Dubaï 

v Société International Bechtel Co,
94

 la Dirección General de Aviación alegaba que la 

ejecución del laudo emitido en favor de Bechtel constituiría una clara violación al orden 

público internacional pues no se había cumplido con cierto requerimiento establecido por la 

ley de los Emiratos Árabes Unidos en el procedimiento arbitral.  

No obstante, tal alegato resultó ser infundado pues la Corte de Apelaciones de París 

nuevamente resolvió en el sentido de que la ejecución de la resolución no contrariaba en 

forma alguna el orden público internacional, ya que el requerimiento supuestamente 

violado únicamente constituía un requisito local, el cual no podía ser elevado a un nivel 

internacional, pues no repercutía materialmente en la resolución del procedimiento.   

iii) Consecuencias fácticas de la actuación del poder judicial mexicano 

Ahora bien, volviendo al caso mexicano y tomando en cuenta los criterios emitidos 

internacionalmente, considero que el principal problema que se presenta en la práctica 

existe como consecuencia de la escasez de criterios existentes con relación a una definición 

concreta y concisa respecto del concepto de orden público internacional.  

En los Estados Unidos Mexicanos los Tribunales Colegiados de Circuito y las Salas 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emiten criterios interpretativos derivados de 

las controversias que se resuelven día con día, con la finalidad de que los tribunales y 
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juzgados jerárquicamente inferiores cuenten con criterios orientadores que los ayuden a 

resolver los litigios que les fueron turnados.  

Dichos criterios pueden llegar a constituir jurisprudencia, es decir, dejar de ser 

únicamente orientadores para convertirse en criterios vinculantes en caso de que se 

cumplan los términos establecidos por la ley correspondiente. 
95

 

En el caso concreto, no existe jurisprudencia emitida por nuestros más altos 

tribunales con relación al contenido del concepto de orden público internacional que 

obligue a los tribunales y/o juzgados jerárquicamente inferiores a resolver conforme a 

algún criterio, pues las ejecutorias emitidas con respecto al mismo únicamente representan 

un criterio orientador.
96
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En este sentido, al no tener una clara referencia del concepto aludido dentro del 

marco jurídico mexicano, existe una falta de seguridad e incertidumbre jurídica con 

respecto a la resolución que podría ser emitida, lo cual repercute directamente en la 

eficacia del procedimiento arbitral e indirectamente en su desarrollo. 

La falta de criterios interpretativos vinculantes tiene como consecuencia la falta de 

uniformidad e imprevisibilidad de las resoluciones y, por tanto, a largo plazo, la pérdida de 

confianza de las personas que recurren a este método para solucionar sus controversias en 

el ámbito comercial internacional.   

Lo anterior es así, ya que si bien es cierto que la legislación de cada Estado cuenta 

con una serie de valores y particularidades legales diferentes a otros, también es cierto que 

no todas estas particularidades deben ser aceptadas en el plano internacional, pues puede 
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ser que la aplicación de dichas normas se encuentre justificada en el derecho doméstico, 

pero que en el ámbito internacional no sea apropiada.
97

    

Ahora bien, otro problema que considero se presenta en la intervención de los 

tribunales mexicanos al resolver sobre la ejecución de un lado es que, al no realizar una 

interpretación restrictiva de la noción de orden público internacional y confundirla con el 

orden público interno, se tiende a analizar el fondo del laudo emitido en el procedimiento 

arbitral, lo cual resulta completamente contradictorio con la finalidad de la institución del 

arbitraje e incluso cuestiona su legitimidad violentando a su vez de manera implícita el 

principio constitucional de la autonomía de la voluntad de las partes.  

Lo anterior es así, pues el juicio de reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales 

se encuentra diseñado como una medida extraordinaria que no debe versar sobre el 

contenido de la decisión del tribunal arbitral, sino tan solo sobre ciertas situaciones que, de 

ocurrir, pondrían en tela de juicio la legitimidad de la misma.
98

 

En la Contradicción de tesis 51/2005, los ministros de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación establecieron que: 

…al surgir todo procedimiento arbitral del sano albedrío de las partes, es decir, de 

su voluntad expresa, en pleno uso de sus facultades, de subyugar, total o 

parcialmente, determinado o determinable conflicto, a la jurisdicción de un árbitro 

o tribunal arbitral, se demuestra la intencionalidad de las partes de prescindir del 

Poder Judicial del Estado. 

De tal forma que toda resolución emitida por jueces o tribunales estatales que 

recaiga sobre cuestiones que no sean propiamente de orden o interés público y que, 
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además, hayan sido explícitamente encomendadas al poderío exclusivo de un 

determinado árbitro o tribunal arbitral, incluyendo toda cuestión relativa a la 

validez, nulidad o inexistencia de la cláusula compromisoria o compromiso 

arbitral, acabaría violentando el principio de autonomía de la voluntad de las 

partes, de modo tan alarmante, que se vería pisoteado tanto su sano albedrío como 

la razón de existencia de todo procedimiento, medio o instrumento alterno que 

intente, de manera justa, viable y eficaz, dar solución al sinnúmero de conflictos 

que se suscitan en el creciente tráfico de negocios y servicios en la sociedad de 

hoy. 
99

 

 

 De lo anterior se desprende que las partes, al optar por un procedimiento arbitral, se 

someten expresamente a un método que reduce la participación judicial y solo en ciertos 

casos, y sujeto a estrictos requisitos, se considera conveniente que el juez intervenga.  

En este sentido, la intervención de la judicatura debe limitarse a un control 

excepcional del laudo y no realizar un análisis de novo del caso al decidir sobre su 

ejecución, con la finalidad de que los procedimientos arbitrales tengan verdadera 

efectividad y México pueda ser una plaza viable y socorrida para llevar a cabo 

procedimientos arbitrales.  

Al hacer lo contrario, los tribunales mexicanos estarían incurriendo en una 

violación a lo dispuesto por el artículo 17 Constitucional,
 100

 el cual establece lo que podría 

ser denominado, según González de Cossío, como un Derecho Humano Arbitral.
101
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Ello es así pues de la exposición de motivos de la reforma hecha al artículo citado 

se puede observar la intención del constituyente de tutelar los derechos de los ciudadanos 

al ofrecer otra forma de solución de conflictos que resulte más efectiva y menos costosa en 

comparación con el procedimiento judicial, rápida en relación con el tiempo empleado en 

su solución, conveniente en cuanto se pueda impedir la recurrencia del conflicto y 

socialmente más valiosa, ya que posibilita la relación futura de las partes.
102

 

De conformidad con lo expuesto por el legislador en la exposición de motivos 

citada, la demora en la resolución de asuntos a cargo de los tribunales, la especificidad y 

dificultades técnicas de los juicios, y su alto costo, limitan enormemente la posibilidad de 

los gobernados de ejercitar plenamente sus derechos.
103

  

De esta forma, tomando en consideración la libertad contractual de las personas y la 

relevancia que tiene para los gobernados, el legislador consideró que toda persona tiene 

derecho precisamente a poder resolver sus controversias, no solo mediante la tutela judicial 

sino a través de una justicia alternativa; reconociendo constitucionalmente el derecho de no 

ejercer el derecho de tutela judicial y acudir a mecanismos de solución de controversias 

alternativos a la justicia ordinaria y con la consecuente obligación de la autoridad judicial 

de respetar esa elección alternativa, no jurisdiccional. 

                                                           
102 Exposición de Motivos de la Iniciativa que reforma el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos a cargo del diputado José Antonio Cabello Gil del Grupo Parlamentario del 

PAN. Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 1576-III, jueves 2 de septiembre de 2004, 

(“Exposición de Motivos”), p. 1-2. 
103

 Exposición de Motivos p. 2. 
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Lo anterior es consistente con lo dispuesto por la Convención sobre el 

Reconocimiento y la Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras en cuyo artículo II.1 

establece lo siguiente:  

 “Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá el acuerdo por escrito conforme 

al cual las partes se obliguen a someter a arbitraje todas las diferencias o ciertas 

diferencias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto a una 

determinada relación jurídica, contractual o no contractual, concerniente a un 

asunto que pueda ser resuelto por arbitraje.”
104

 

 

Esta disposición constituye propiamente una obligación de derecho internacional 

encaminada a los poderes judiciales de los Estados parte, para que dejen de conocer el 

fondo de un asunto cuando exista un acuerdo arbitral. 

Por lo anterior, al realizar un análisis de novo del laudo emitido por el tribunal 

arbitral correspondiente al decidir sobre su ejecución, el poder judicial no solo va en contra 

de la finalidad de la institución arbitral, sino que incluso violenta disposiciones 

constitucionales tendientes a garantizar la tutela judicial efectiva de los ciudadanos. 

Conforme a lo expuesto anteriormente, podríamos concluir que la principal razón 

por la cual México podría no ser una plaza viable y socorrida para llevar a cabo 

procedimientos arbitrales es la falta de seguridad jurídica con respecto a la resolución que 

podría ser emitida al momento de resolver sobre la ejecución de un laudo, derivada de la 

inexistencia de criterios que definan de una manera clara y concisa el concepto de orden 

público internacional. 

                                                           
104

 Convención Sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras. Nueva York, 

Estados Unidos de América, 1958. 
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Conclusión 

De acuerdo con la doctrina internacional y el análisis realizado con base en los criterios 

emitidos tanto por la Suprema Corte de Justicia como por los Tribunales Colegiados, la 

actuación de la judicatura en México se encuentra enmarcada dentro de la representación 

del arbitraje comercial internacional fundado en una pluralidad de ordenamientos jurídicos 

nacionales. 

 El Estado Mexicano ha buscado desarrollar este método de solución de 

controversias mediante las reformas realizadas a su legislación comercial interna. Sin 

embargo, dicho esfuerzo no ha sido suficiente para alcanzar el objetivo buscado, pues la 

forma en la que ha intervenido la judicatura al momento de resolver sobre el 

reconocimiento y la ejecución de los laudos emitidos por los tribunales arbitrales ha 

frenado la eficacia de este tipo de procedimientos.  

 El principal problema que existe es la interpretación que se le ha dado al concepto 

de orden público internacional, puesto que dicha noción ha sido confundida con la de 

orden público interno, en virtud de la falta de criterios interpretativos que deben ser 

emitidos por nuestros más altos tribunales para que obliguen a los juzgados de instancias 

inferiores a resolver interpretando la noción aludida de manera estricta. 

 Consecuentemente, al tratar de resolver si la ejecución de un laudo comercial 

internacional concreto en cuestión sería en forma alguna contraria al orden público 

mexicano se hace un análisis de novo de lo ya resuelto por el tribunal arbitral 

correspondiente. Esto hace imprevisible la resolución, y por tanto, completamente 
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impráctico e inconveniente el procedimiento arbitral en el momento que se requiere 

ejecutar el laudo emitido, violentando incluso el derecho de acceso a la tutela judicial 

efectiva, el cual debe ser garantizado a toda persona. 

 Dada la legislación comercial interna, nuestro país tiene todo el potencial para ser la 

sede preferentemente elegida para resolver conflictos derivados del tráfico comercial 

internacional. No obstante, para que México se convierta en una plaza más viable y 

socorrida en la cual los particulares decidan llevar a cabo procedimientos arbitrales para 

resolver controversias comerciales internacionales, es necesario que nuestros tribunales 

emitan criterios interpretativos vinculantes con respecto al concepto de orden público 

internacional. .  
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Anexos 

1.1 

 

Época: Quinta Época  

Registro: 365152  

Instancia: Tercera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Tomo XXVI  

Materia(s): Laboral  

Tesis:  

Página: 236  

 

ARBITROS. 

La Suprema Corte sustenta el criterio de que los árbitros no tienen el carácter de 

autoridades, y para ello se apoya en las disposiciones de la Ley Orgánica del Fuero Común 

en el Distrito y Territorios Federales, que de modo categórico dice: "Los árbitros no ejercen 

autoridad pública... y sus resoluciones tendrán, la eficacia que las mismas leyes les 

atribuyan", por tanto, por no haberse interpuesto el recurso de amparo contra las 

resoluciones arbitrales, no deben estimarse como consentidas. En lo general, los árbitros 

quedan sujetos a las leyes del procedimiento pero pueden dispensársele la observancia de 

éstas, y aun la de las leyes de fondo, es decir, puede permitírseles que resuelvan según sus 

sentimientos de justicia y equidad y los dictados de su razón; en este caso, los árbitros son 

amigables componedores o arbitradores, y si el laudo no se ajusta a las formas establecidas 

por la ley para las sentencias, o contiene estimaciones del arbitrador, respecto de las bases 

para la liquidación de cuentas entre los contendientes, esto no implica que el laudo sea 

ilegal; tampoco es causa de ilegalidad del laudo, que el arbitrador remita a las partes al 

juicio de peritos para fijar la liquidación porque la ley indica la posibilidad de que los 

Jueces se reduzcan a fijar las bases para practicar una liquidación, sin precisar 

numéricamente el importe de la condena, lo cual significa que los arbitradores pueden hacer 

legalmente otro tanto. En el compromiso puede establecerse la renuncia de la apelación, 

pero la ley niega a los árbitros la facultad de ejecutar sus fallos. Aunque la sentencia 

arbitral tenga autoridad de cosa juzgada, carece de fuerza ejecutoria y necesita que un 

funcionario judicial le otorgue el exequátur, sin que las partes puedan convenir en lo 

contrario. Para conceder este exequátur, no debe revisarse el fondo de la sentencia 

arbitral, pudiendo rehusarse, sólo cuando la sentencia contenga violaciones de 

preceptos de interés público, que no pueden dispersarse y que se imponen a las partes, 

a pesar de su voluntad. Aunque las partes hayan renunciado a la apelación, si atribuyen al 

laudo arbitral violaciones o preceptos del orden público, es indudable que pueden 

interponer contra el laudo el recurso de alzada, por ser ineficaz para destruir la sentencia 

arbitral, el procedimiento incidental para obtener declaratoria de que no hay resolución que 

ejecutar, pues nuestra ley no reconoce este medio para atacar las sentencias arbitrales. 

 

Amparo civil en revisión 535/20. Baetzer Federico y coagraviado. 9 de mayo de 1929. 

Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.  
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Época: Quinta Época  

Registro: 361915  

Instancia: Tercera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Tomo XXXVIII  

Materia(s): Civil  

Tesis:  

Página: 801  

 

ARBITRAJE. 

El arbitraje es una convención que la ley reconoce y que, por cuanto implica una renuncia 

al conocimiento de la controversia por la autoridad judicial, tiene una importancia procesal 

negativa. Ese contrato es el llamado de compromiso, y en virtud de él, las partes confían la 

decisión de sus conflictos a uno o más particulares; de ese modo, se sustituye el proceso 

con algo que es afín a él, en su figura lógica, supuesto que en uno y otro casos, se define 

una contienda mediante un juicio ajeno; sin embargo, el árbitro no es funcionario del 

Estado, ni tiene jurisdicción propia o delegada; las facultades de que usa, se derivan de la 

voluntad de las partes, expresada de acuerdo con la ley, y aunque la sentencia o laudo 

arbitral, no puede revocarse por la voluntad de uno de los interesados, no es por sí misma 

ejecutiva. El laudo sólo puede convertirse en ejecutivo, por la mediación de un acto 

realizado por un órgano jurisdiccional, que, sin quitarle su naturaleza privada, asume su 

contenido; de suerte que, entonces, el laudo se equipara al acto jurisdiccional. El laudo sólo 

puede reputarse como una obra de lógica jurídica, que es acogida por el Estado, si se 

realizó en las materias y formas permitidas por la ley. El laudo es como los 

considerandos de la sentencia, en la que el elemento lógico, no tiene más valor que el de 

preparación del acto de voluntad, con el cual el Juez formula la voluntad de la ley, que es 

en lo que consiste el acto jurisdiccional de la sentencia. Esa preparación lógica no es por sí 

misma acto jurisdiccional, sino en cuanto se realiza por un órgano del Estado. El árbitro 

carece de imperio, puesto que no puede examinar coactivamente testigos ni practicar 

inspecciones oculares, etcétera; y sus laudos son actos privados, puesto que provienen de 

particulares, y son ejecutivos sólo cuando los órganos del Estado han añadido, a la materia 

lógica del laudo, la materia jurisdiccional de una sentencia. La función jurisdiccional 

compete al Estado y no puede ser conferida sino a los órganos del mismo; pero obrar en 

calidad de órgano del Estado, significa perseguir, con la propia voluntad, intereses públicos, 

lo que evidentemente no hacen las partes cuando comprometen en árbitros sus cuestiones, 

puesto que entonces persiguen fines exclusivamente privados; de modo que las relaciones 

entre las mismas partes y el árbitro son privadas y el laudo es juicio privado y no sentencia, 

y estando desprovisto, por lo mismo, del elemento jurisdiccional de un fallo judicial, no es 

ejecutable sino hasta que le preste su autoridad algún órgano del Estado que lo mande 

cumplir. El laudo y el exequatur, deben ser considerados como complementarios, son dos 

aspectos de un solo acto jurídico; uno, es el elemento lógico que prepara la declaración de 

la voluntad de la ley que ha de aplicarse en el caso concreto, y el otro, consiste 

precisamente, en esa voluntad, formulada por el funcionario provisto de jurisdicción. Estas 

teorías han sido aceptadas por nuestra legislación, pues la ley de enjuiciamiento civil del 
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Distrito dispone, en sus artículos 1314 y 1324, que los Jueces tienen la obligación de 

impartir a los árbitros, cuando así lo soliciten, el auxilio de su jurisdicción, y de ejecutar, en 

su caso, la decisión que aquéllos pronuncien, y el artículo 1302, coloca al árbitro en la 

imprescindible necesidad de ocurrir al Juez ordinario, para toda clase de apremios; pero 

más claramente se advierte el carácter de simples particulares que tienen los árbitros, del 

contexto del artículo 5o. de la Ley Orgánica de los Tribunales del Fuero Común del 

Distrito, de treinta y uno de diciembre de mil novecientos veintiocho, que declara que los 

árbitros no ejercen autoridad pública; por tanto, desde el punto de vista de nuestra 

legislación, los laudos arbitrales son actos privados que por sí mismos no constituyen una 

sentencia, y el mandamiento de ejecución que libra el Juez competente, cuando es 

requerido para el cumplimiento de un laudo, integra, juntamente con éste, la sentencia. Por 

otra parte, el citado artículo 5o. de la ley orgánica, al declarar que los tribunales deben 

prestar el apoyo de su autoridad a los laudos arbitrales, cuando éstos estuvieren dentro de la 

ley, implícitamente reconoce a los tribunales la facultad de hacer un análisis del laudo, a 

efecto de determinar si está conforme, o no, con el ordenamiento jurídico, pero no es 

racional suponer que tales facultades sean absolutas, esto es, que los Jueces estén 

autorizados para revisar los laudos de una manera completa. Esta resolución no sería 

posible, porque no se advierte por los términos en que está concebido el repetido artículo 

5o., que el legislador haya tenido la intención de que los Jueces pudieran nulificar el juicio 

arbitral y a esto equivaldría la facultad otorgada a los tribunales para determinar, revisando 

las cuestiones de fondo, si el árbitro aplicó correctamente el derecho, en el caso sometido a 

su decisión. Además, para que los Jueces pudieran proceder con completo conocimiento del 

negocio, y dictar una resolución justa, sería necesario que el pronunciamiento estuviera 

precedido de un debate habido entre las partes, ante el mismo Juez, lo cual no está 

autorizado por nuestra ley de enjuiciamiento. El sistema generalmente adoptado, se basa 

en la distinción siguiente: si la violación contenida en el laudo ataca el orden público, 

el Juez debe rehusar el exequatur, y por el contrario, debe decretar la ejecución, si la 

violación perjudica solamente intereses privados, mas como surge la dificultad sobre lo que 

debe considerarse intereses de orden público, debe atenderse a lo mandado por el artículo 

1329 del Código de Procedimientos Civiles, del que se deduce que la intención del 

legislador fue que cuando la sentencia arbitral no se arregle a los términos del 

compromiso, o cuando se niegue a las partes la audiencia, la prueba o las defensas que 

pretendieron hacer valer, la impugnación del laudo se haga, no cuando se trata de 

ejecutarlo, sino mediante la interposición de un recurso; y aun cuando en el citado precepto 

se habla del ya suprimido recurso de casación, de todas maneras queda en pie la voluntad 

de la ley, sobre que éstas infracciones no preocupen al Juez ejecutor, para el efecto de 

otorgar el exequatur; tanto más, cuanto que los interesados disponen de la vía del amparo 

para reclamar dichas violaciones; de modo que puede afirmarse que la revisión que del 

laudo hagan los tribunales, debe tener por objeto exclusivo, determinar si pugna con algún 

precepto, cuya observancia esté por encima de la voluntad de los compromitentes y que las 

violaciones que daban lugar a la casación, no deben ser materia de la revisión de que se 

trate. El laudo, una vez que se decrete su cumplimiento se eleva a la categoría de acto 

jurisdiccional, y el agraviado puede entonces ocurrir a los tribunales de la Federación, en 

demanda de amparo, a fin de que se subsanen los vicios de que adolezca, desde el punto de 

vista constitucional, en la inteligencia de que el término para promover el juicio de 
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garantías, empieza a correr desde la fecha en que se notifica legalmente la resolución que 

acuerde, en definitiva, la ejecución. 

 

Amparo civil en revisión 4660/31. Compañía Mexicana de Petróleo "El Aguila", S. A. 26 

de mayo de 1933. Unanimidad de cinco votos. Excusa: Ricardo Couto. La publicación no 

menciona el nombre del ponente. 

 

Época: Octava Época  

Registro: 205679  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Núm. 53, Mayo de 1992  

Materia(s): Común  

Tesis: P. LV/92  

Página: 34  

 

FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE 

GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO 

PRIVATIVO. 

La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al 

gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, 

propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras 

obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada 

antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traduce en los siguientes 

requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La 

oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La 

oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones 

debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía 

de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado. 

 

Amparo directo en revisión 2961/90. Opticas Devlyn del Norte, S. A. 12 de marzo de 1992. 

Unanimidad de diecinueve votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Ma. Estela 

Ferrer Mac Gregor Poisot. 

 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el miércoles veinte de mayo en curso, por 

unanimidad de diecinueve votos de los señores ministros Presidente Ulises Schmill 

Ordóñez, Carlos de Silva Nava, Ignacio Magaña Cárdenas, José Trinidad Lanz Cárdenas, 

Samuel Alba Leyva, Noé Castañón León, Felipe López Contreras, Luis Fernández 

Doblado, José Antonio Llanos Duarte, Santiago Rodríguez Roldán, Ignacio Moisés Cal y 

Mayor Gutiérrez, Clementina Gil de Lester, Atanasio González Martínez, José Manuel 

Villagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores, Carlos García Vázquez, Mariano Azuela 

Güitrón, Juan Díaz Romero y Sergio Hugo Chapital Gutiérrez: aprobó, con el número 

LV/92, la tesis que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis de 
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jurisprudencia. Ausente: Victoria Adato Green. México, Distrito Federal, a veintidós de 

mayo de mil novecientos noventa y dos. 

 

 

1.2 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2001132  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Libro X, Julio de 2012, Tomo 3  

Materia(s): Civil  

Tesis: I.7o.C.20 C (10a.)  

Página: 1878  

 

LAUDO ARBITRAL. ORDEN PÚBLICO SERÁ DETERMINADO POR EL JUEZ 

CUANDO SE RECLAMA SU NULIDAD O RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN. 

Como el concepto de "orden público" no se encuentra definido en la Constitución ni 

en el Código de Comercio, ello deja claro que es preciso determinar su significado en 

cada caso concreto pues no basta con asimilarlo a las normas imperativas, sino que es 

necesario proteger nuestra cultura jurídica mexicana de intromisiones que la 

desvirtúen. Esto es así, dado que una interpretación conjunta de la fracción II del artículo 

1457, con la fracción II del artículo 1462 del Código de Comercio, incluso con el precepto 

V, inciso 2, de la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias 

Arbitrales Extranjeras, lleva a la conclusión de que son dos las hipótesis que pueden 

ocasionar que el juzgador de oficio declarare que un laudo arbitral es nulo o que no lo 

reconozca como una resolución acorde al sistema jurídico mexicano y por ende deniegue su 

ejecución, y es cuando: a) Según la legislación mexicana, el objeto de la controversia no 

sea susceptible de solución por vía del arbitraje; o, b) Cuando el laudo sea contrario al 

"orden público" mexicano. Así las cosas, la referencia a la legislación mexicana es para 

guiar al juzgador quien debe velar que el objeto de la controversia pueda ser objeto de 

arbitraje, es decir, que no exista alguna disposición legal mexicana que lo impida; mientras 

que por otra parte, el concepto de "orden público" es más amplio, pues no basta con 

afirmar que en un laudo arbitral se está dejando de aplicar una disposición legal que 

se autodefine como de "orden público" para que se tenga necesariamente que concluir 

que se transgrede el mismo, sino que es necesario un estudio más profundo, caso por 

caso, que permita concluir que con su reconocimiento y ejecución es evidente que sí se 

transgrede nuestro orden jurídico. En conclusión, se reitera deberá ser el juzgador 

quien en cada caso concreto determine si se transgrede o no el "orden público". 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 6/2012. Bergesen Worldwide Limited. 19 de abril de 2012. Unanimidad de 

votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado García. Secretario: Carlos Manríquez García. 
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1.3 

 

Época: Novena Época  

Registro: 186229  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XVI, Agosto de 2002  

Materia(s): Civil  

Tesis: XV.1o.50 C  

Página: 1317  

 

LAUDO ARBITRAL. SU HOMOLOGACIÓN POR AUTORIDAD JUDICIAL 

ORDINARIA Y EL ANÁLISIS DE ÉSTA, EN AMPARO, NO PERMITE EL 

ESTUDIO DE SU SENTIDO EN CUANTO AL FONDO. 

Un laudo arbitral es la decisión de un órgano no estatal, así convenida por las partes, para 

resolver una contienda, ya sea presente o futura; así, para efectos de la instancia ordinaria 

queda a la exclusiva potestad de la decisión del tribunal de arbitraje y pasa a ser una 

extensión de esa voluntad, que por ser un acto de particulares, en cuanto a su sentido, no se 

encuentra sujeto a revisión constitucional; sin embargo, tal revisión constitucional sí se 

puede dar respecto a la resolución de homologación emitida por un órgano judicial estatal, 

la que, desde luego, se limitará al resultado del análisis de la debida composición del 

tribunal de arbitraje, del debido procedimiento, de la manifestación de voluntad de las 

partes de someterse al arbitraje, de la materia del mismo y de los demás supuestos 

contemplados en el artículo 1462 del Código de Comercio, supuestos que, como se 

advierte, contemplan únicamente cuestiones de forma y no de fondo, y, una vez dada la 

homologación, de los actos de ejecución con que el Juez auxilia al cumplimiento del laudo; 

por lo que en la vía de amparo únicamente se podrán alegar esas cuestiones y no las 

relativas al fondo y sentido del laudo. Lo anterior se robustece con el criterio sostenido por 

la Tercera Sala de la anterior integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

la tesis aislada, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo 

XXXVIII, página 801, de rubro: "ARBITRAJE.", en la que considera que el arbitraje es 

una convención que la ley reconoce, lo que constituye una renuncia de los particulares para 

que la autoridad judicial conozca de una controversia, por lo que tiene una importancia 

procesal negativa, en cuanto que las partes confían la decisión de sus conflictos a uno o más 

particulares, llamados árbitros; sin embargo, éstos no son funcionarios del Estado ni tienen 

jurisdicción propia o delegada, y sus facultades derivan únicamente de la voluntad de las 

partes, expresada de acuerdo a la ley, y si bien el laudo arbitral no puede revocarse a 

voluntad de uno de los interesados, no es ejecutivo en sí mismo, ya que sólo puede 

considerársele como una obra de la lógica jurídica que es acogida por el Estado, por lo que 

sólo puede ejecutarse a través de un acto realizado por un órgano jurisdiccional que, sin 

quitarle su naturaleza privada, asume su contenido, y es entonces que se equipara a un acto 

jurisdiccional. Sin embargo, los Jueces no están autorizados para revisar los laudos de 

manera integral, ya que de lo contrario podrían nulificarlos, aun por cuestiones de fondo, 

para lo que sería necesario que previamente las partes comparecieran ante el Juez a 

plantearle el debate, y el sistema generalmente adoptado consiste en que si la violación 
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contenida en el laudo transgrede el orden público, el Juez no debe ordenar su ejecución, 

pero si solamente perjudica intereses privados debe ordenarla; y una vez decretado 

judicialmente su cumplimiento se eleva a la categoría de acto jurisdiccional y es entonces 

que el agraviado puede ocurrir ante los tribunales de la Federación en demanda de amparo, 

que deberá tramitarse en la vía biinstancial, como así se advierte de la jurisprudencia 

número 32/93 de la Tercera Sala de la anterior integración de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo 72, 

diciembre de 1993, página 41, de rubro: "LAUDO ARBITRAL, ACUERDOS DE 

HOMOLOGACIÓN Y EJECUCIÓN DEL. PROCEDE EN SU CONTRA EL JUICIO DE 

AMPARO INDIRECTO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 114, FRACCIÓN III, DE LA 

LEY DE AMPARO, Y NO EL DIRECTO A QUE ALUDE EL 158 DEL MISMO 

ORDENAMIENTO.". 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 138/2002. Mecalux, México, S.A. de C.V. 28 de mayo de 2002. 

Unanimidad de votos. Ponente: Pedro Fernando Reyes Colín. Secretario: Ángel Rodríguez 

Rico. 

 

1.4 

 

Época: Novena Época  

Registro: 189345  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XIV, Julio de 2001  

Materia(s): Civil  

Tesis: I.3o.C.231 C  

Página: 1107  

 

ÁRBITRO. SUS RESOLUCIONES SON ACTOS DE AUTORIDAD, Y SU 

EJECUCIÓN LE CORRESPONDE AL JUEZ DESIGNADO POR LAS PARTES. 

Para la ejecución de un laudo arbitral es preciso la mediación de un acto realizado por un 

órgano jurisdiccional que, sin quitarle la naturaleza privada, asume su contenido, de modo 

que el laudo es ejecutable por virtud del acto jurisdiccional, que sólo es el complemento 

necesario para ejecutar lo resuelto por el árbitro, ya que el laudo es una resolución dictada 

por el árbitro que dirime la controversia suscitada entre las partes, con calidad de cosa 

juzgada y constituye título que motiva ejecución, ante el Juez competente que debe prestar 

los medios procesales necesarios para que se concrete lo resuelto en el laudo. Por lo tanto, 

el laudo es una resolución que tiene los atributos de inimpugnabilidad, inmutabilidad y 

coercibilidad, sólo que la eficacia y realización concreta de lo condenado quedan siempre al 

Juez competente designado por las partes o el del lugar del juicio. El árbitro carece de la 

facultad de hacer cumplir, ante sí, el laudo que emitió, porque no tiene la potestad o 

imperium, que es uno de los atributos de la jurisdicción y que es inherente a los órganos 

jurisdiccionales del Estado. Ello implica que el árbitro carece de la fuerza del Estado para 
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hacer efectiva la condena, pero el laudo en sí mismo no está despojado de los atributos de la 

cosa juzgada, puesto que la facultad de decidir la controversia es una delegación hecha por 

el Estado a través de la norma jurídica, y sólo se reserva la facultad de ejecutar. El Juez ante 

quien se pide la ejecución de un laudo dictado por un árbitro, para decretar el requerimiento 

de pago, únicamente debe y puede constatar la existencia del laudo, como una resolución 

que ha establecido una conducta concreta, inimpugnable e inmutable y que, por ende, debe 

provenir de un procedimiento en el que se hayan respetado las formalidades esenciales del 

procedimiento, y que no sea contrario a una materia de orden público. 

 

Amparo directo 1303/2001. Constructora Aboumrad Amodio Berho, S.A. de C.V. 8 de 

marzo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Lina 

Sharai González Juárez. 

Nota: Por ejecutoria de fecha 26 de octubre de 2001, la Segunda Sala declaró inexistente la 

contradicción de tesis 14/2001-PL en que participó el presente criterio. 

 

1.5 

 

Época: Novena Época  

Registro: 162053  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XXXIII, Mayo de 2011  

Materia(s): Civil  

Tesis: I.3o.C.953 C  

Página: 1241  

 

ORDEN PÚBLICO. PRINCIPIO PROARBITRAJE Y RECONOCIMIENTO DE LA 

AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD PARA PONDERAR LA NULIDAD DEL 

LAUDO ARBITRAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO V, PUNTO 2, INCISO 

B), DE LA CONVENCIÓN SOBRE EL RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS ARBITRALES EXTRANJERAS). 

La noción de orden público de que trata la institución de nulidad de laudo arbitral está 

determinada en el contexto de la reforma al Código de Comercio que reguló aquélla. Con 

arreglo a lo previsto en el artículo V, punto 2, inciso b), de la Convención sobre el 

Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras, celebrada en Nueva 

York, de mil novecientos cincuenta y ocho, publicada en el Diario Oficial de la Federación, 

el veintidós de junio de mil novecientos setenta y uno, se puede denegar el reconocimiento 

y la ejecución de una sentencia arbitral si la autoridad competente del país en que se pide el 

reconocimiento y la ejecución, comprueba que el reconocimiento o la ejecución de la 

sentencia serían contrarios al orden público de ese país, en razón de las leyes y convenios y 

tratados celebrados por el Estado Mexicano. La noción de orden público tiene como 

marco de referencia, nacional e internacional, la institución de arbitraje a la que no 

puede frustrar, alterar u obstaculizar en su misión y exige una precisión en cuanto a 

su definición, alcance y contenido, porque sólo de esa manera puede establecerse en 

qué casos y bajo qué condiciones resulta pertinente su aplicación.  
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Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. 

Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo 

Villegas. 
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